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EL  PROBLEMA  PENAL  ARGENTINO 


Siempre,  en  todas  las  sociedades  humanas,  el  proble- 
ma penal  será  de  inmediata  actualidad.  El  heclio  delic- 
tuoso, cualesquiera  que  sean  las  modificaciones  que  en 
aquellas  determine  el  proceso  evolutivo  de  la  humanidad, 
cualesquiera  que  sean  las  formas  que  esa  misma  evolución 
le  imprima^  cualquiera  que  sea  el  criterio  imperante  en 
los  agregados  sociales,  hará  su  explosión  fatídica,  provo- 
cando la  consiguiente  reacción  detensiva.  Esa  reacción, 
á  su  vez,  será  más  ó  menos  intensa,  responderá  á  tal  ó 
cual  fin,  se  inspirará  en  sentimientos  de  mayor  ó  menor 
elevación,  será  el  exponente  de  una  ética  superior,  si  se 
quiere,  pero,  de  cualquier  modo,  ella  no  dejará  de  produ- 
cirse jamás,  porque,  por  poco  eficaz  que  sea  su  acción,  la 
pena  es  y  seguirá  siendo,  una  institución  necesaria.  Un 
derecho  penal  meramente  preventivo,  sólo  se  concibe 
como  generosa  aspiración.  Las  normas  fundamentales 
de  convivencia  social  tropezarán  siempre  con  la  acción  ó 
la  omisión  de  infractores  á  quienes  será  necesario  conté- 
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ner  dentro  de  la  órbita  de  su  derecho,  en  salvaguarda 
del  derecho  délos  demás.  El  delito  está  en  la  propia  na- 
turaleza, en  sus  infinitas  sugestiones;  como  dijera  Renán, 
ella  nos  da  el  ejemplo  déla  más  implacable  insensibilidad 
y  de  la  inmoralidad  más  grande. 

Esta  elemental  consideración  patentiza  la  verdad  de 
nuestro  aserto  respecto  de  la  constante  actualidad  del 
problema  penal.  En  la  sucesión  de  los  tiempos,  cada  uno 
tuvo  el  suyo  propio,  con  rasgos  típicos  y  dimanado  de 
circunstancias  de  hecho  especialísimas. 

Inoficioso  t»arece  señalar  los  grados  sucesivos  de  la 
evolución  del  derecho  penal  á  través  de  las  edades  y  de- 
terminar cómo  y  porqué  su  fisonomía  ha  suírido  continuas 
mutaciones;  inoiiciosa,  parece,  la  explicación  de  los  ade- 
lantos alcanzados  por  esta  rama  del  derecho,  erigida  en 
tal  después  de  innumerables  viscisitodes,  desde  el  comien- 
zo de  los  desenvolvimientos  de  la  justicia  infrahumana, 
según  el  concepto  spenceriano,  hasta  su  estado  y  tenden- 
cias acicales,  armónicos,  en  cierto  modo,  con  el  adelanto 
general  de  las  ciencias;  inoficioso  parece,  por  último, 
demostrar  el  incontestable  dominio  de  la  cultura  moral  é 
intelectual  sobre  las  instituciones  que  forman  el  engranaje 
de  la  justicia  represiva.  Basta,  sin  duda,  con  la  simple 
exposición  del  hecho,  el  innegable  acatamiento  de  la  ley 
general  de  la  evolución  por  el  derecho  penal,  para  aceptar 
el  postulado  deque  cada  momento  histórico  y  cada  civiU- 
zación,  tienen  su  cuestión  penal  propia. 

Nada  importa  que  las  leyes  positivas  no  traduzcan  fiel- 
mente las  necesidades  y  las  aspiraciones  de  la  época  en 
que  rigen;  nada  imporU  que  alguno,  ó  algunos  desús  pre- 
ceptos, lleven  en  si  el  seUo  de  su  remotísimo  origen; 
nada  importa  que,  como  ocurre  entre  nosotros,  las  leyes 
penales  sean  el  exponente  de  un  lamentable  misoneismo. 


Todo  ello  no  constituye,  no  puede  constituir,  un  valladar 
que  se  oponga  al  progreso  de  la  ciencia.  Esta,  por  su  pro- 
pia grandeza,  es  difícilmente  contenible  dentro  del  rigido 
articulado  de  los  códigos;  pero  su  adelanto,  no  será  menos 
tangible  por  ello,  ni  las  leyes  y  las  instituciones,  dejarán 
de  sentir,  al  cabo,  su  influencia  bienhechora. 

La  obra  legislativa  no  es  exclusiva  de  los.  que,  desde  su 
pupitre  de  diputados,  pretenden  decidir  por  «si»  ó  por 
«no»,  de  la  suerte  de  las  naciones;  la  obra  legislativa  per- 
tenece, indiscutiblemente,  á  los  que  en  el  silencio,  sin 
otro  mandato  que  el  de  sus  sanos  entusiasmóte  escudriñan 
el  gran  libro  de  la  Ciencia,  en  busca  de  los  tesoros  de  la 
Verdad. 

Por  tener  exceáva  fe  en  su  propia  suficiencia,  nuestro 
Congreso  ha  procedido  con  demasiada  lentitud  en  lo  que 
atañe  ála  reforma  de  las  leyes  de  carácter  fundamental,  que 
son  los  códigos.  «Tal  lentitud  se  explica,— dice  Rivaio- 

la,  ^por  la  naturaleza  propia  de  la  obra  de  codificación  en 

presencia  del  cuerpo  político  que  debe  darle  autoridad  le- 
gislativa. La  redacción  de  un  código  presume  una  prepa- 
ración especial  por  una  consagración  continuada  en  el  es- 
tudio de  una  materia.  Es  un  trab<go  técnico,  científico;  y 
el  cuerpo  político  que  debe  sancionarlo,  no  tiene  cienda 
ni  tecnicismo.  Aún  cuando  alguno  de  sus  miembros  tenga 
una  preparación  especial,  la  mayoría  ignora  y  no  estu- 
dia» e). 

La  reseña  bibüográfica  de  la  criminología  argentina, 
que  publicamos,  dirá  cuál  es  el  contingente  aportado  por 
nuestros  estudiosos  á  la  solución  del  problema  penal  del 
país;  pero,  para  discernir  con  justida  el  mérito  que  ácada 


(1)  fi.  Rivarola.— Derecho  Penal  AigWitlno,  pág.  5. 


uno  corresponde,  ve«no.,  ««mtMieirte,  los  término» 
de  ese  proUema. 


Desde  luego,  como  lo  hace  notar  Garraud  C),  es  de  la 
fisonomía  de  la  criminaüdad  contemporánea  que  nacen 
las  cuestiones  á  resolver  en  esta  materia. 

Señalar  las  características  déla  delincuencia  argentma, 
debería  ser,  pues,  nuestro  punto  de  partida.  Ello  no  es 
tarea  fócü,  sm  embargo,  porque  la  falta  de  estadisücas, 
que  constituyen  el  elemento  esencial  para  el  estudio  de  la 
sociedad  en  todas  sus  maniíestaciones,  hace  imposible  & 
casi  imposible,  la  determinación  exacta  de  los  rasgos  dis- 
tintivos  delacriminaUdaddelpais.  No  obstante,  las  ob- 
servaciones de  Moyano  Gacitúa  O,  los  materiales  acu- 
mulados por  el  Instituto  de  Criminología  durante  los  últi- 
mos tres  anos  y  los  datos  del  censo  carcelario  levantado 
por  iniciativa  de  Ballvé  á  fines  de  1906.  son.  sino  lo  suü. 
cientemente  decisivos  como  para  fundar  conclusiones  m- 
diseutíbles,  por  lo  menos  bastante  elocuentes  como  para 
formular  apreciaciones  de  carácter  general. 

Según  el  expresado  censo,  el  3i  de  Diciembre  de  1906 
se  haUaban  recluidos  en  las  sesenta  y  cinco  cárceles  de 
la  República,  774i  varones  y  270  mujeres,  lo  que  hace  un 
total  de  8011  personas  que  fueron  censadas.  De  estas, 
i4al  sufrían  condena  por  homicidio,  lo  que  da  mi  porcen- 
taje, para  este  deUto.  de  46.5o  del  total  de  condenados, 
que  era  de  8206.  En  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  sola- 

Qnrr^-U  Code  pénal  de  1810  et  l  évolution  du  Droit  pénaL 
Ee^i  et  de  ürtót  péaaL  JuUiet-Octobre,  1910. 

7)  CorneHoMoy«.oQ«d1^-I*ddi«.«««^ 
cifras  y  teorías. 


™>„U>,  .U»  p.r««»  procesad»  IK»  hom.c.d.o  que  e«» 
eu  1890,  han  llegado,  en  ,908.  é  6<^;  y  el  deUto  de 
l«,ione«  ha  ««meatado,  así  mismo,  en  proporcones  d«- 
n^edidas.  En  los  años  .890  y  .895,  hubo  43  procesados- 
por  ead.  de»  mU  habitantes  y  en  1908  »n  poeo  mi- 

de  ao»  O-  .  |. 

Las  elevadas  cifras  que  arroja  el  censo,  si  bien  expli- 
cables por  la  mayor  duración  de  las  penas  con  que  se  cas- 
tiga el  homicidio,  bien  pueden  tomarse,  sm  esfuerzo^ 
eomo  un  índice  revelador  del  fenómeno  á  que  Garraud 
se  refiere  en  «na  memoria  presentada  á  la  Sociedad  Ge- 
neral de  Prisiones  de  Par.s  y  al  que  el  eminente  penalis- 
ta atribuye  carácter  universal:  se  trataría  de  una  myer- 
sión  de  la  ley,  hasta  ahora  admitida,  de  que  la  cnmma- 
lidad  evoluciona  de  la  violencia  del  fraude.  Las  estadísti- 
cas de  estos  últimos  años,  dice  el  citado  autor,  demuestran 
esa  inversión  y  asistimos,  alarmados,  al  avance  de  la  ma- 
rea  roja,  al  desencadenamiento  déla  brutalidad  humana  («). 

Por  lo  demás,  la  delincuencia  argentina  es  delmcuen- 
cia  desangre;  asilo  impone  un  conjunto  de  factores,  pro- 
lüamente  señalados  por  Moyano  Gacitúa  (»):  la  cabdad  de 
las  corrientes  inmigratorias  que  afluyen  al  país,  proceden- 
tes, en  su  mayoría,  de  Italia  y  de  España,  las  dos  naciones 
donde  más  altas  cifras  alcanza  el  homicidio;  la  propia 
conformación  del  territorio;  su  despoblación;  su  natiira- 
laza  eminentemente  agricoU;  su  tradición  gauchesca,  en 
fin  «La  experiencia  diaria  demuestra,  á  falta  de  compro- 
badón  estadística,  que  el  deUto  ordinario  y  frecuente  en 

^^^aestiones  carcelarias  y  P^-^"^^ ISÍÍ^L"^!: 
de  la  Cámara  de  Diputados  de  la  ProTind*  de  Boenos  Air«i.-1* 

idio. 

(2)  Loo.  cit, 
(8)  Ob.  cit. 
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los  li^os  del  país,  es  el  de  homicidio  ó  lesiones  en  riña, 
producto  del  orgullo  nativo  y  del  liábito  de  cargar 
armas» 

Y  es  lo  evidente,  nos  lo  dice  la  Clónica  policial  de  todos 
los  días,  que  atravesamos  una  época  de  recrudescencia  de 
semejante  forma  de^^riminalidad;  y  si  bien  carecemos  de 
elementos  para  formar  una  convicción  concordante  con  la 
•citada  tesis  de  Garcaud,  estamos  habilitados,  por  lo  m^os, 
para  afirmar  sin  vacilaciones  que  la  delincuencia  carac- 
terizada por  el  ataque  personal,  ha  aumentado  en  insos- 
pechadas proporciones  (^). 


Al  trazar  los  rasgos  de  la  criminalidad  del  país,  se  im- 
pone anotar,  también,  la  aparición  de  una  nueva  manifes- 
tación delictoosa,  hasta  hace  poco  desconocida  entre  nos- 
otros: nos  referimos  al  atentado  anarquista. 

Las  primeras  manifestaciones  de  esta  delincuencia  se 
encuentran  en  la  táctica  seguida  por  las  agrupaciones  obre- 
ras para  la  solución  de  los  conflictos  entre  el  capital  y  el 
trabajo.  Esa  táctica,  saturada  de  odio  ydeafánde  destruir, 
mal  desenvuelta  por  los  desvarios  propios  del  sectarismo 
anárquico,  origina  un  considerable  descenso  de  la  morali- 
dad. El  factor  degenerativo  hace  lo  demás:  en  él  en- 
cuentran campo  propicio  los  más  utópicos  sueños,  las 
sugestiones  más  perversas,  las  más  descabelladas  teorías. 

*  » 

(1)  Bivarola,  Fifiero  y  Mfttteneo.— Plroyecto  de  Código  Penal  de  1891. 
Xzpocieito  de  motiTos. 

(2)  El  Dr.  Miguel  A.  Lancellotti  nos  facilita  los  siguientes  datos  obte- 
4kidos  por  él,  compulsando  las  estadísticas  policiales  de  la  capital:  de  30.733 
delitos  cometídos  durante  los  años  1900  á  1910,  31.258  fueron  sobre  las  per- 
sonas. Los  procesos  por  lesiones,  que  en  el  año  1900  fueron  2.G00,  aumenta- 
ron en  1910,  i  2.685.  En  el  primero  de  dichos  años  se  cometieron  86  Jaomici- 
4ios  7 102  en  1810. 
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«Los  que  se  encuentran  en  el  extremo  y  quieren  el  cam- 
bio radical,  violento  é  hunediato,  no  aceptan  evoluciones, 
enarbolan  un  estandarte  guerrero  y  se  lanzan  álosmayo- 
0  res  excesos,  creando  formas  de  delincuencia  antes  desco- 

nocidas». O 

Asi  ha  surgido  en  el  país  el  anarquista  homicida,  sem- 

•  brando  el  exterminio  y  la  muerte,  admirado  por  sus  com- 

pañeros de  causa,  glorificado  y  convertido  en  mái^r;  y 
mientras  la  justicia  prepara  su  obra  de  defensa  social,  esos 
mismos  compañeros  le  abren  las  puertas  de  la  eareel  y 
le  devuelven  su  libertad  perdida. 

No  ahondamos  la  investigación  de  las  causas  de  esta 
delincuencia;  exponemos,  simplemente,  el  hecho  de  que 
existe  para  sostener  que,  desgraciadamente,  ella  consti- 
tuye, ya,  uno  de  los  términos  de  nuestro  problema  penal. 


Por  sus  condiciones  de  adelanto  material,  por  la  aglo- 
meración, que  es  uno  de  sus  caracteres  específicos,  por  la 
afluencia  de  grandes  corrientes  inmigratorias,  por  éstas  y 
otras  razones  que  hemos  expresado  en  nuestro  estudio 
sobre  «la  maía  vida  en  Buenos  Aires»,  esta  ciudad  tiene 
su  delincuencia  propia,  enteramente  distinta  de  la  que 
prevalece  en  el  resto  del  país. 

Todas  las  grandes  ciudades  albergan  en  su  seno  á  una 
elase  de  individuos  que  hacen  del  vicio,  considerado  éste 
en  la  más  compleja  acepción  del  concepto,  su  medio  ordi- 
nario de  vida.  Qase  heterogénea,  constituida  por  sujetos 
desvinculados  del  organismo  social  y  que  es  llevada  á  una 
vida  de  continua  rebelión  contra  la  ley  y  las  buenas  cos- 


(1)  Bodolfo  M«ceno(lii}o).— La  Seiraxidad  soeiaL— Beviflla  Ax«anliii» 
de  Cimcias  Políticas.  Afio  I,  Núm.  3. 
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tambres,  contra  la  justicia  y  el  orden  páblico,  contra  to- 
das las  condiciones  requeridas  parala  convivencia,  valién- 
dose para  ello  de  todas  las  armas,  así  el  esfíierzo  muscular 
como  los  más  poderosos  inventos  de  la  ciencia  y  de  la 
industria  y  que  obedece,  para  asumir  tal  norma  de  con- 
ducta, á  la  presión  de  un  concurso  de  circunstancias  va- 
riadísimas, propias,  características  de  cada  lugar  y  de 
cada  momento  de  la  historia.  Por  eso  es  que,  con  razón 
ba  dicho Sighele,  estudiando  la  «mala  vida»  en  Roma,  que 
los  habitantes  de  una  gran  ciudad  están  á  merced  de.  las 
oleadas  de  psicología  colectiva  porque  en  esa  ciudad  al- 
ternativamente se  atraviesa. 

Buenos  Aires  tiene  su  «mala  vida»;  ella  es  una  moda- 
lidad de  su  sociología  é  implica,  como  antes  dijimos,  la 
existencia  de  individuos  que,  desvinculados  del  organis- 
mo social  y  empleando  para  ello  todos  los  medios  repro- 
bados por  la  ley  y  por  la  conciencia,  con^  iél  tense  en  ver- 
daderos parásitos  que  viven  á  expensas  de  la  actividad 
ajena,  buscando  para  sí  la  base  sustentadora  que  les  falta 
y  que  son  incapaces  de  formar. 

La  gravedad  de  la  delincuencia  de  Buenos  Aires  estriba 
en  el  carácter  profesional  que  ha  llegado  á  adquirir  el 
atentado  contra  la  propiedad,  en  sus  múltiples  varieda- 
des, desde  la  transacción  fraudulenta,  pero  revestida  de 
todas  las  formalidades  de  ley,  hasta  el  torpe  «arrebato», 
llevado  á  cabo  por  los  bisoños  del  ejército  «lunfardo». 
Cierto  es  que,  con  ello,  el  dehto  no  hace  otra  cosa  que 
obedecer  á  una  ley  de  su  propia  evolución:  la  reincidencia 
aumenta  en  proporciones  que  hacen  difícil,  casi  imposible^ 
todo  cálculo,  pero  que  permiten  afirmar  que  la  criminali- 
dad á  que  venimos  aludiendo  se  concentra,  paulatina- 
mente,  en  una  sola  clase  de  personas. 


El  incremento  cada  día  mayor  de  la  delmcuencia  pre- 
coz es  otro  de  los  términos  que  constítuycn  nuestro  pro- 
blema penal.  El  fenómeno  reviste,  por  otra  parte,  ca- 
racteres de  universalidad  y  fondadamente  ha  podido  decir 
Gariaud,  ante  las  cifras  de  la  estadística,  reveladoras  de 
la  precocidad  creciente  de  los  criminales,  que  «¿í  »>*  « 

pías  denfarUs.»  O 

Este  aumento  de  la  criminalidad  infantil  preocupa,  des- 
de hace  tiempo,  la  atención  de  los  estudiosos;  la  biblio- 
grafía es  profusa  y  los  congresos  científicos  han  tratado, 
ampMaiDeate,  la  orginiuición  práctica  de  su  profilaxia. 

Fuerza  es  reconocer  que  los  menores  que  llegan  al 
delito  no  obedecen,  la  mayoría  de  las  veces,  sinó  á  cau- 
sas que  no  les  son  directamente  imputables.  Es  la  desor- 
ganización de  la  familia,  es  la  Mta  de  educación  moral, 
es  la  influencia  corruptora  del  medio  en  que  nacen  y  se 
desenvuelven,  la  que  forma  esa  dase  desgraciada  y  peli- 
grosa de  los  niños  delincuentes,  «víctimas  y  no  autores  de 
sus  mismos  delitos». 

Asi  se  explica,  entonces,  la  enorme  compasión  que 
ellos  despiertan  y  la  atención  que  provocan;  asi  se  expli- 
can las  reformas  legislativas  implantadas  en  muchos  paí- 
ses y  las  proyectadas  en  otros;  así  se  explican,  en  fin,  las 
modificaciones  del  criterio  jurídico  y  sociológico  para  la 
interpretación  de  los  hechos  que  constituya  esta  verda- 
dera deUncu^cia  social. 

Entre  nosotros,  sin  que  nadie  discuta  que  la  atmósfera 
de  los  hogares  corrompidos,  que  las  sugestiones  maléficas 
de  los  padres  indignos,  que  el  género  de  vida  que  deter- 
mina una  situación  económica  precaria,  son  factores  de  la 
ddincuencia  precoz,  que  sólo  puede  contrarrestar  la  in- 
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fluencia  de  la  educación  que  forma  el  carácter,  nada,  ab- 
solutamente nada  se  ha  realizado  para  tutelar  á  la  infancia 

y  á  la  sociedad,  dando  á  aquella  la  educación  que  re- 
quiere. 

No  se  ha  querido  tener  en  cuenta  que  en  la  lucha  por 
la  eorreccidn  de  los  jóvenes  depravados,  el  recurso  más 
eñcaz  es  el  trabajo  agrícola,  sometido  á  una  disdplina 
severa  y  paternal,  á  un  tiempo  mismo.  El  aire  libre  vi- 
goriza á  aquellas  almas  endebles;  el  orden,  pi^sidiendo 
todos  los  actos  de  su  vida,  crea  en  aquellos  jóvenes,  cos- 
tumbres nuevas;  y,  poco  á  poco,  las  sugestiones  del  medio 
hacen  nacer  en  ellos  el  amor  al  trabajo  y  el  aprecio  á  los 
hábitos  de  la  vida  regalar. 

La  institución  del  Reformatorio  de  Marcos  Paz,  para 
albergue  de  los  menores  delincuentes  y  abandcmados,  es 
apenas  un  ensayo,  que  no  ha  de  dar  resultados  satisfacto- 
rios mioitras  una  sabia  legislación  de  fondo  y  de  forma, 
no  modiñque  el  concepto  netamente  represivo  á  que  res- 
ponde la  que  rige  en  la  actualidad. 


La  reacdón  de  la  sociedad  contra  los  ataques  del  cri- 
men, ó,  para  emplear  expresiones  en  mejor  acuerdo  con 
nuestras  tendencias  positivas,  la  organización  de  la  de- 
fensa social  contra  esos  ataques,  reposa  sobre  la  base  de 
la  justicia  penal,  constituida,  á  su  vez,  por  tres  elementos 
que  se  complementan  reeíproeamente:  las  leyes  penales, 
sustantivas  y  de  forma,  la  organización  judiciaria  y  el  ré- 
gimen penitenciario. 

Cualquiera  de  esos  elementos  que  ofrezca  puntos  vul- 
nerables, cualquiera  de  ellos  que  no  responda  á  las  nece- 
sidades de  aquella  defensa,  obstará,  como  es  lógico,  á  la 
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solución  del  problema  penal.  Las  leyes  podrán  ser  bue- 
ñas,  pero,  si  su  aplicación  es  defectuosa,  de  nada  servirán,, 
ni  la  organización  práctica  de  la  pena,  por  muy  acertada 

#^  que  sea,  producirá  los  resultados  que  se  tienen  en  mira. 

Si  las  leyes,  en  cambio,  no  están  inspiradas  en  las  necesi- 
dades déla  época  en  que  se  dictan  y  del  lugar  á  que  se  des- 

m  ünan,  ó  las  contrarían,  como  frecuentemente  suele  ocurrir,. 

si  no  responden  á  un  criterio  científico,  si  no  constituyen, 
en  una  palabra,  lo  que  Ardigó  llamara  con  tanto  acierto, 
la  fuerza  específica  del  organismo  soeial,  la  ecuanimidad 
y  la  sabiduría  de  los  jueces  serán  absolutamente  inútiles; 
y  lo  serán,  también,  junto  con  la  bondad  de  las  leyes,  si 
d  régimen  penitenciario  no  consulta  los  fines  de  la  repre- 
sión. 

Estudiemos,  someramente,  como  cuadra  á  un  trab^a 
de  esta  índole,  la  justicia  penal  argentina  y  observando- 
sus  elementos  constitutivos,  veamos  si  eUa  es  una  realidad 
ó  no,  y  si  responde  ó  no,  á  las  exigencias  de  la  defensa 
sodal. 


.  M  Código  Penal  Argentino  fué  sancionado  por  Ley  de 
^  de  Diciembre  de  1886,  en  la  que  se  establecía  que  «des« 
de  el  I»  de  Marzo  de  1887  se  observará  como  Ley  de  la 
República  el  Proyecto  de  Código  Penal  redactado  por  el 
Dr.  Carios^ejedor,  con  las  modificaciones  aconsejadas  por 
la  Comisión  de  Códigos  de  la  Honorable  Cámara  de  Di- 
putados». 

La  coníección  del  Proyecto  del  Dr.  Tejedor  tuvo  su 
origen  en  la  Ley  de  6  de  Junio  de  i863,  que  autorizaba 
al  Poder  £;|ecutivo  para  nombrar  comisiones  encargadas 
de  redactar  los  Códigos  Qvü,  Penal  y  de  Minería  y  la* 


~  16 


Ordenanzas  Militares.  En  cumplimiento  de  esa  Ley,  el 
Poder  £^cutivo,  por  decreto  de  5  de  Diciembre  de  1864» 
duianle  la  presidencia  del  general  Mitre  y  siendo  Minis- 
tro del  ramo  el  Dr.  Eduardo  Co&ta,  encomendó  la  redac- 
ción del  Código  Penal  al  Dr.  Carlos  Tejedor.  El  Proyecto 
fué  presentiulo  en  dos  partes:  una  en  i865  y  la  segunda 
en  1867. 

Por  decreto  de  7  de  Noviembre  de  1868,  y  en  ^ecucióii 
•de  una  ley  del  Congreso,  se  nombró  una  comisión  de  tres 
abogados»  los  Dres.  José  Roque  Pérez,  Marcelino  Ugarte 
j  Manuel  Quintana»  con  encargo  de  ((examinar  prolija- 
mente el  Proyecto)».  fi»a  CSomisión  sufrió  las  s^uientes 
•moditicaciones:  en  18  de  Julio  de  187 1  fué  nombrado  el 
Dr.  Vicente  Fidel  López  en  reemplazo  del  Dr.  Pérez;  en 
'Septiembre  27  de  1852,  y  en  sustitución  del  Dr.  Ugarte, 
rse  nombró  al  Dr.  Antonio  E.  Malaver;  en  9  de  Febrero  de 
18^3»  es  intej^da  con  la  designación  del  Dr.  Sixto  Ville- 
gas; en  5  de  Noviembre  de  1874'  ^  nombra  al  Dr.  Andrés 
^garriza  para  reemplazar  al  Dr.  López;  y,  por  último,  el 
Dr.  Juan  Agustín  Gareía  es  nombrado  en  reemplazo  del 
Dr.  Quintana,  por  decreto  de  11  de  Noviembre  de  iSjy. 

Los  Dres.  Villegas,  Ugarriza  y  García  elevaron  su  in- 
forme en  3  de  Enero  de  1881,  acompañando  un  nuevo  pro- 
yeclo,  para  cuya  redacción  manifiestan  haber  tenido  en 
cuenta  los  proyectos  y  códigos  sandonados  con  posterio- 
ridad al  del  Dr.  Tejedor,  y  las  peculiaridades  del  país  para 
que  se  intentaba  legislar*  « 

En  II  de  Mayo  de  188 1  se  recibe  en  la  Cámara  de  Dipu- 
tados un  mensaje  del  Poder  ^ecutivo  scMOKtiendo  á  la 
consideración  legislativa  el  proyecto  de  la  comisión  nom- 
brada en  virtud  de  la  ley  de  1868.  Se  expresaba,  en  ese 
Mensaje,  el  deseo  del  Gobierno  de  que  el  Código  entrara 
ien  vigeneia  el  i<>  de  Enero  de         La  Cámara,  á  sn  vez^ 
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ordena  un  nuevo  estudio  del  Proyecto,  encomendándcrfo 

á  una  Comisión  formada  por  los  diputados  Marenco,  Sol- 
veyra,  Tezanos  Pinto,  Lagos  García,  Ruiz  de  los  Llanos, 
Demaria  y  Paz.  Por  último,  de  una  Comisión  de  la  misma 
Cámara,  constituida  por  los  Diputados  Isaías  Gil,  Filemón 
Posse,  Milano  Demaria,  Bernardo  Solveyra  y  F.  M.  Gó- 
mez, sale  el  Proyecto  que,  al  fin,  había  de  ser  sancionado 
eon  earáoter  definitivo,  cumpliéndose,  de  ese  modo,  aun- 
que tarde,  el  precepto  constitucional  que  imponía  al  Con- 
greso la  obligación  de  dar  al  país,  entre  otros,  el  Código 
Penal.  (Constitución  Nacional,  art.  67,  inciso  11). 

En  la  sesión  del  a3  de  Octubre  de  i885,  la  Comisión 
expresada  pide  la  aprobación  de  las  reformas  hechas  al 
Proyeeto  de  Tejedor.  Se  trataba^  en  realidad,  de  nn  nuevo 
Código,  pues,  como  oportunamente  lo  liace  notar  Rivaro- 
la,  «tales  transformaciones  había  sufrido  el  original  qne, 
no  sin  fundamento,  algunos  diputados  se  opusieron  á  que 
se  le  considerase  como  proyecto  originario,  con  más  ó 
menos  modiücaciones,  sino  como  proyecto  nuevo,  de 
todo  punto  independiente  del  anterior.» 

El  diputado  Solveyra  fundó  el  despaeho  de  la  Comi- 
sión. Habló  de  la  importancia  de  las  leyes  penales  que 
vienen  haciendo  sensible  la  marcha  y  el  desarrollo  de  la 
sociedad  y  demostrando  el  triunfo  de  la  justicia  sobre  la 
venganza,  del  derecho  sobre  la  fuerza,  de  la  civilización 
sobre  la  barbarie.  Expresó  que  la  Comisión  había  tenido 
á  la  vista  do»  códigos:  el  de  Tejedor  y  el  de  los  doctores 
Villegas,  Ugarriza  y  García,  habiéndose  aceptado  el  pri- 
mero por  unanimidad  y  por  consenso  general  de  opinio- 
nes consultadas.  El  otro,  no  tenía  unidad  ni  filosofía,  ha- 
ciendo grandes  confusiones  y  divisiones  erradas,  que  no 
podían  servir  de  base  para  la  confección  de  un  código 
penal.  Tenía,  además,  una  falla  inexcusable:  la  de  haber 


seguido  las  inspiraeiones  de  los  códigos  hávaro  y  es^MmoU 
es  decir,  de  los  códigos  pertenecienles  á  dos  pueblos  de 
raza  distinta,  de  distintas  tradiciones  y  de  distintas  eos» 
lumbres.  EL  Proyecto  de  Tejedor,  en  cambio,  revestía 
uniformidad  en  este  sentido,  pues  sólo  se  había  inspirada 

en  el  Código  Bávaro. 

Tras  una  breve  discusión,  en  la  que  intervinieron  los. 
diputados  Posse,  Demaria  y  Leguizamón,  el  Proyecto  fué 
aprobado  en  general,  postergándose  su  sanción  definitiva 
para  el  año  siguiente.  Por  ün,  el  i5  de  Noviembre  de  i886> 
en  la  Cámara  de  Diputados, — no  sin  que  mediara  una 
toitatíva  de  nuevo  aplazamiento,— --y  el  25  del  mismo  mes. 
y  año,  en  la  de  Senadores,  se  aprobó  el  Proyecto,  cum- 
pliéndose, después  de  tan  aecidratada  gestación,  el  pre«^ 
cepto  constitucional  recordado. 

No  fué  necesario  el  transcurso  de  mucho  tiempo  para 
que,  en  las  esferas  mismas  del  Gobierno,  y  no  obstante 

las  anormales  cireunstaneias  porque  en  ese  momenU> 

atravesaba  el  país,  se  comprendiera  la  necesidad  de  em* 

{Hrender  la  refonna  del  Código.  irSegún  lo  ha  comprobada 

el  estudio  y  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales, — decía 
un  decreto  de  7  de  Junio  de  i8go,-^l  Código  Penal  vi- 
gente adolece  de  defectos  que  es  indispensable  hacer  des- 
aparecer, por  los  peligros  que  entraña  para  la  sociedad  y 
para  los  que  sufren  especialmente  su  aplicación»;  y  des- 
pués agregaba:  «en  los  últimos  años,  diversos  {Mises  han 
lAterado  su  legislación  penal,  dictando  sus  códigos  como 
el  resultado  de  estudios  minuciosos  y  completos  que  de- 
ben tenerse  en  cuenta;  la  ciencia  penal  se  ha  enriquecida 
con  nuevas  doctrinas  que,  si  bien  son\)l>jeto  de  discusión 
y  no  se  imponen  desde  ya  como  verdades  inconcusas», 
deben  tomarse  en  consideración  para  aceptar  de  ellas  lo 
que  pudiera  importar  un  progreso  para  nuestra  legisla- 


lación;  además  de  las  deficiencias  apuntadas,  existen  va- 
cíos que  es  menester  llenar  por  el  carácter  mismo  de  las 
leyes  penales,  que  no  deben  dejar  impunes  ciertos  hechos 
que  pueden  ser  de  gravedad  tal  que  comprometan  las 
relaciones  internacionales.»  Estos  ñieron  los  ñmdamen- 
tos  del  decreto  por  el  que  los  Dres.  Norberto  Pinero,  Ro- 
dolfo Rivarola  y  José  Nicolás  Matíenzo,  quedaron  nom- 
brados en  comisión  para  proyectar  las  reformas  que  repu- 
tasen necesario  introducir  en  el  Código  Penal. 

En  Junio  de  1891  los  citados  jurisconsultos  elevan  al 
Poder  Ejecutivo  el  proyecto  que  se  les  encomendara. 
Expresan,  ampliamente,  los  motivos  en  que  fundan  las 
reformas  que  proponen  y  al  manifestar  cuáles  han  sido 
las  bases  á  que  han  ajustado  sus  decisiones»  dicen  haber 
seguido,  no  sólo  las  indicaciones  del  decreto  que  les  con- 
firió el  mandato,  sino  que,  creyendo  que  no  se  excedían 
en  él,  había  informado  su  criterio  la  consideración  de 
que  «el  Código  Penal,  dictado  por  el  Ck>ngreso  en  uso  de 
una  facultad  constitucional,  debe  ser  la  única  fuente  legal 
de  imposición  de  penas  en  la  República  y  no  simplem^te 
un  código  para  ser  aplicado  en  las  jurisdicciones  loca- 
les, á  cierto  número  de  delitos  y  faltas,  dejándose  subsis* 
tente  otra  legislación  penal  flotante,  de  origen  constitu- 
cional, si  procediera  de  las  legislaturas  provhiciales;  de 
origen  constitucional,  pero  ocasionada  á  dudas  y  chocan- 
tes contradicciones,  si  procediera  del  Congreso». 

La  importancia  de  este  Proyecto  supera  á  toda  pon- 
deración. Inspirado  en  las  ideas  más  adelantadas;  mesu- 
rado á  pesar  de  ello;  uniforme  y  consecuente  hasta  en 
sus  más  mínimos  detalles;  ceñido»  de  la  manera  más  es- 
tricta, á  las  imposiciones  del  medio  social  á  que  ae  desti- 
naba,— con  razón  ha  sido  objeto  de  las  más  favorables 
críticas,  no  sólo  en  el  país  sino  en  el  extranjero. 
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Imposible  pesamir  en  los  límites,  necesariamente  re- 
ducidos del  presente  trabsyo,  las  disposiciones  del  Pro- 
yecto de  que  hablamos.  No  obstante,  conviene,  siquiera 
sea  en  homenaje  á  sus  autores,  expresar  lo  fundamental 
de  las  reformas  por  ellos  propuestas  y  hacer  notar  el  cri- 
terio que  las  inspiró. 

En  sus  ocho  primeaos  articnlos, — concordantes,  en 
cnanto  se  refieren  al  derecho  internacional,  con  las  pres- 
cripciones del  tratado  de  Montevideo,— están  condensa- 
das  las  reglas  para  la  aplicación  de  la  ley  penal,  cuya 
claridad  es  indispensable  á  la  mejor  solución  de  los  múl- 
tiples conflictos  que  pueden  susciUrse  con  relación  al  te- 
rritorio, con  relación  al  tiempo  ó  con  motivo  de  las  facul- 
tades que  competen  al  Estado  general  ó  á  los  Estados 
particulares. 

En  materia  de  penas  establece  las  de  muerte,  presidio, 
deportación,  penitenciaria,  multa,  inhabilitación  y  destie- 
rro, exigiendo  tales  condiciones  para  la  imposición  de  la 
primera,  que  tanto  importan  como  suprimirla  en  absoluto. 
En  efecto:  ella  queda  reservada,  únicamente,  al  condena- 
do á  presidio  perpetuo  que  reincidiere  en  un  delito  por  el 
que  merezca  la  misma  pena  (art.  85). 

Instituye  el  presidio  á  perpetuidad.  Piensan  los  auto- 
res, que  los  alimentos  que  generalmente  se  oponen  á 
las  penas  perpetuas  carecen  de  importancia,  toda  vez  que 
se  hace  de  ellas  un  uso  inoderado  y  se  aplican,  sólo,  á  los 
delincuentes  más  temibles,  respecto  de  ios  cuales  aparece 
indispensable  la  segregación  de  la  sociedad.  '  Sin  entrar, 
por  cierto,  á  la  secular  discusión  doctrinaria,  pensamos 
que  el  propósito  de  la  segregación  de  los  delincuentes  más 
temibles,  no  se  alcanzará,  de  manera  segura,  con  la  ins- 
titución del  presidio  perpetuo.  Son  ilevantables,  en  núes- 
txo  ccmcepto»  las  razones  aduddas  por  Garófalo. 


Las  penas  de  prisión  y  arresto  quedan  suprimidas, 
«porque  debiendo  cumplirse  las  dos  en  cárcel,  como 
dicen  los  artículos  68  y  70  del  Código  Penal,  no  pueden 
considerarse  penas  esencialmente  distintas  entre  sí;  y 
porque,  aún  reducidas  á  una  sola,  la  detención  de  indivi- 
duos en  cárceles,  sin  sujeción  al  trabajo  reglamentario 
que  pudiera  mantener  al  condenado  en  sus  hábitos  mora- 
les, si  los  tuviera,  ó  inclinarlo  á  ellos,  en  caso  contrario, 
se  convierte  en  una  escuela  de  holgazanería  y  de  vicios, 
que  es,  con  frecuencia,  fuente  de  mayores  delitos». 

Veamos,  ahora,  los  principios  que  acepta  en  materia 
de  responsabilidad:  en  las  reglas  consignadas,  dos  órde- 
nes de  intereses,  igualmente  respetables,— dicen  los  au- 
tores, se  han  tenido  en  cuenU:  los  intereses  del  indi- 
viduo y  los  de  la  sociedad.  Han  tomado,  entonces,  como 
punto  de  partida,  el  principio  de  la  responsabilidad  y  la 
presunción  del  designio  de  llevar  á  cabo  el  hecho  puni- 
ble, delito  ó  falta,— pues  sobre  ésUs  tombién  legisla,— 
que  liene  sobre  sí  el  individuo  que  lo  realiza,  «á  no  ser 
que  resulte  lo  contrario  de  las  circunstancias  particulares 
del  proceso,  ó  que  las  causas  alegadas  por  el  imputado  ó 
en  su  nombre,  para  excluir  ó  modificar  su  responsabili- 
dad, sean  verosímiles  y  no  exista  prueba  en  contrario» 
(art.  58). 

Establece,  luego,  quiénes  están  exentos  de  responsa- 
bilidad criminal,  introduciendo  reformas  radicales  que 
tienden  á  evitar  los  múltiples  abusos  á  que  ha  dado  lugar, 
en  la  práctica,  la  aplicación  de  los  preceptos  vigentes,  y, 
en  especial,  el  del  inciso  i»  del  artículo  81,  por  su  falta  de 
precisión  y  su  criterio  anticientífico.  Las  circunstancias 
atenuantes  y  agravantes,  deíinidas  por  el  Proyecto  como 
circunstancias  que  «aumentan  ó  dismmuyen  la  criminali- 
dad, desde  el  punto  de  vista  de  la  intención,»  responden. 


en  el  trabajo  ([ue  venimos  analizando,  al  pensamiento  de 
que,  lo  que  la  ley  precisa,  es  establecer  reglas  generales, 
amplias  y  claras,  para  cpie  los  magistrados  puedan  tomar 
en  cuenta  y  apreciar  debidamente,  la  naturaleza,  acciden- 
tes y  circunstancias  del  de¡ito  y  los  caracteres  y  condi- 
ciones del  delincuente. 

El  Proyecto  fué  enviado  al  Congreso  y  sometido  por  la 
Cámara  de  Diputados  al  dictamen  de  la  Comisión  respec- 
tiva, formada,  en  1896,  por  los  Dres.  Mariano  Demaría, 
Francisco  A.  Barroetavcña,  Tomás  J.  Luque  y  Remigio 
Carol.  El  dictamen  de  esta  Comisión,  que  no  llegó  á 
considerarse,  aconsejaba  la  sanción  del  Proyecto,  propo- 
niendo, sólo,  algunas  enmiendas  de  detalle. 

En  el  año  1900,  la  Comisión  constituida  por  los  dipu- 
tados Juan  A.  Argerich,  M.  I.  Moreno  y  Pedro  T.  Sán- 
chez, que  tenía  á  estudio  el  mismo  Proyecto,  presentó,  en 
sustitución,  otro  de  reformas  al  Código  vigente. 

La  discusión  parlamentaria  se  inició  el  i3  de  Junio 
de  1900,  informando  extensamente  el  diputado  Argerich. 
Sostuvo  que  no  había  ventaja  alguna  en  decretar  el  cese 
de  los  efectos  del  Código  Penal,  á  cuyos  artículos  atri- 
buía, en  cierlo  modo,  una  vida  propia,  recibida  de  la 
discusión  del  parlamento,  de  la  enseñanza  de  la  cátedra, 
de  las  defensas  en  los  tribunales  y  de  la  aplicación  de 
éstos.  Pensaba  que  lo  natural  y  lo  únicamento  lógico,  era 
no  tocar  lo  mucho  que  no  necesitaba  modificarse  y  admi- 
tir las  reformas  que,  extrayéndolas  del  proyecto  Rivaro- 
la,  aconsejaba  la  Comisión.  «Lo  demás  es  derogar  por 
prurito  de  derogar.» 

El  dipuUdo  Carlos  Olivera  hizo  la  defensa  del  pro- 
yecto enviado  por  el  Poder  Ejecutivo  y  refiriéndose  al  de 
la  comisión  de  la  Cámara,  le  objetó  su  falta  de  audacia 
para  plantear  el  problema  tal  como  se  le  presentaba  al 
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hombre  de  estado.  El  último  había 'pref®"***»  subordinar- 
se, servilmente,  al  pensamiento  clásico.  Observó,  en 
apoyo  de  la  defensa  que  hacía,  que  el  proyecto  RivaroU 
no  se  limitaba  á  corregir  las  incongruencias  del  Código 
Penal,  sino  que  ordenaba  los  elementos  de  acuerdo  con 
im  criterio  más  completo  y  más  científico,  Uenaba  los 
vacíos  que  en  aquél  se  notaban  y  respondía,  en  alguna 
medida,  á  los  nuevos  horizontes  del  derecho  penal. 

Replicó  el  diputado  Sánchez,  expresando  que  no  era 
posible  considerar  álos  delincuentes  bioliigica  ó  antropo- 
lógicamente, ^mo  lo  quiere  la  escuela  positiva,  porque 
para  ello  se  requeriría  establecimientos  penales  ade- 
enados. 

El  diputado  CuUen  (Tomás  R.),  en  un  meditadísimo 
discurso,  sereno  y  erudito,  hizo  la  critica  del  proyecto  de 
la  Comisión,  demostró  sus  defectos  y  señaló  las  conse- 
<niencias  que  su  sanción  acarrearía.  «El  trabajo  de  la 
Comisión,— dijo- carece  de  homogeneidad;  dejando  sub- 
sistente la  parte  general  del  Código,  en  lo  que  la  deja  la 
Comisión  y  adoptando  del  proyecto  Rivarola  las  modifi- 
caciones que  adopta,  y  que  responden  á  un  plan  comple- 
tamente distinto,  vamos á  conservarlos  mismos  defectos 
que  tiene  el  Código  actual;  una  legislación  incoherente, 
que  se  presta  á  interpretaciones  arbitrarias  por  parte  del 
poder  judicial,  en  muchos  casos.» 

Después  de  algunas  rectiticaciones  del  miembro  infor- 
mante de  la  Comisión,  el  proyecto  de  ésta  fué  aprobado, 
en  general,  en  la  sesión  del  22  de  Junio  de  1900,  poster- 
gándose la  consideración  en  particular  hasU  la  primera 
sesión  á  celebrarse  después  del  10  de  Agosto.  En  esta 
discusión  tomaron  parte  los  señores  Argerich,  Barroeta- 
veña,  Bermejo,  Carlés,  Callen,  Demaría,  Ezquer,  Gouchon, 
Olivera.  Ortiz,  Ugarriza,  Várela  y  Vivanco.  Sancionado 
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el  Proyecto  en  la  Cámara  de  Diputados  pasó  en  revisión 
á  la  de  Senadores. 

La  comisión  de  legislación  de  esta  Cámara»  formada 
por  los  señores  Palacio,  Mantilla  y  Pellegrrini,  prestó  su 
adhesión  al  Proyecto,  salvo  en  algmios  detalles  de  escasa 
importancia.  Al  iniciarse  la  discusión  en  general,  habló 
el  senador  Herrera,  quien,  en  un  notable  discurso,  con 
marcada  tendencia  á  la  escuela  positiva,  abogó  porque  la 
proyectada  reforma  del  Código  ñiera  completa  y  funda-^ 
mental,  abarcándolo  todo,  desde  sus  conceptos  acerca  del 
delito  y  de  la  pena,  para  aniKMiixar,  ad,  con  los  inmen- 
sos progresos  realizados  por  la  ciencia  penal.  El  Pro- 
yecto obtuvo  sanción  definitiva,  votándose  á  libro  ce» 
rrado. 

Tal  es  el  origen  de  la  Ley  núm.  4^^*  Agosto 
de  igo3. 

En  19  de  Diciembre  de  1904  el  Poder  Ejecutivo  pro- 
dama,  en  un  decreto,  la  evidente  m^enda  de  dar  la 
mayor  estabilidad  y  unidad  posibles  á  las  múltiples  leyes 
que  rigen  en  la  República,  sobre  penaUdad  y  su  procedi- 
miento; reconoce  que  el  Código  Penal  de  la  Nación  no  ba 
logrado  satisfacer  los  unánimes  anhelos  de  una  justida 
equilibrada  y  concorde  con  el  estado  social  de  la  pobla- 
dón;  hace  oportunas  consideraciones  respecto  de  la  con- 
veniencia de  acercarse,  en  lo  posible,  al  ideal  de  unifor- 
mar las  reglas  de  procedimientos  y  las  instituciones  judi- 
ciarias.  Estas  consideraciones  justifican  el  nombramiento, 
que  en  ese  decreto  se  hace^  de  una  comisión  encargada 
de  los  siguientes  trabsyos  legislativos: 

A — ^Revisión  del  Código  Penal. 

B — Revisión  de  las  leyes  de  organización  do  la  justicia 
ordinaiia  en  la  Capital  de  la  República. 


G— Revisión  del  Código  de  Procedimientos  en  lo  Cri- 
minal de  la  Capital. 

D— Revisión  y  codificación  de  las  leyes  de  justicia  fe- 
deral dictadas  hasU  1904,  comprendida  la  Capital  y  Terri- 
torios Nacionales. 

E — ^Bases  para  una  Convención  en  que  se  establezca  la^ 
correlación  de  las  leyes  de  oi^anización  y  procedimiento- 
judicial  déla  Nación  y  de  las  Provincias  en  materia  civil,, 
comercial  y  penal. 

Fueron  designados  para  constituir  esa  Comisión  Ios- 
señores  doctores  Francisco  Beazley,  Rodolfo  Rivarola, 
Diego  Saavedra,  Cornelio  Moyano  Gacitúa,  Norberto  Pi- 
ñero  y  José  María  Ramos  Mejía,  y  Secretario  don  José 
Luis  Duffy. 

El  10  de  Marzo  de  1906,  la  Comisión  elevó  al  P.  E.  el 
proyecto  de  Código  Penal  actualmente  á  estudio  del  Con- 
greso. En  la  exposición  de  motivos^  los  autores  expresan 
que  han  tomado  como  norma  para  su  trabajo,  las  siguien<^ 
tes  bases  fundamentales:  la  unificación,  de  acuerdo  con 
los  términos  del  decreto  de  19  de  Diciembre  de  1904»  de^ 
las  múltiples  leyes  penales  existentes  en  la  República^ 
a*  la  adopción  de  algunas  instituciones  modernas,  cuya 
eücacia  para  el  castigo  ó  la  corrección  está  abonada  por  la. 
experiencia  de  las  naciones  que  las  han  implantado  y  la 
mejora  de  otras  ya  incorporadas  á  nuestra  legislación^: 
3»  la  simplificación  del  sistema  penal,  de  modo  que  pueda 
ser  fácilmente  aplicado  en  la  República,  dados  sus  elemen- 
tos actuales;  4^  la  inserción  de  algunas  disposiciones  ten- 
dientes á  suplir  vacíos  y  deficiencias  que  se  notan  en  ei 
Código,  tanto  en  la  parte  general  como  en  la  relativa  á  los^ 
delitos  y  sus  penas;  5^  la  ordenación  en  forma  más  ló- 
gica, de  Jas  distintas  materias  que  comprende  dicbo^ 
código. 
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Además  del  Código  Penal,  rigen  en  la  Repúbüca  la» 
siguientes  leyes  represivas  ó  que  contienen  disposiciones 

4e  tal  carácter: 

La  de  5i5  de  Agosto  de  i8d3,  designando  los  crímenes 
«ayo  juzgamiento  compele  á  los  tribunales  nacionales  y 

«stableciendo  su  penalidad; 

La  que  lleva  el  número  8972,  de  17  de  Noviembre  de 

1900,  sobre  falsificación  de  moneda; 

La  ley  de  ferrocarriles,  que  en  el  Título  V  Capítulo  I. 
trata  de  los  deUtos  jr  faltas  eomtra  la  seguridad  jr  el 
irájico; 

La  Ley  de  alcoholes;  la  de  impuestos  internos;  la  de 
arreos;  la  de  elecciones;  la  de  juego;  la  que  prohibe  el 
uso  de  la  sacarina  ú  otros  edulcorantes  artificiales;  la  de 
ejercicio  de  la  farmacia;  la  de  defensa  agrícola;  la  de  policía 
sanitaria  de  los  animales;  la  de  patentes  de  invención;  la 
4e  marcas  de  fábrica;  la  de  defensa  social;  el  Código  de 
Justicia  Militar;  la  Ley  núm.  3335.  sobre  reincidencia. 


Ahora  bién:  el  Código  Penal  «no  ha  logrado  satisfacer- 
los unánimes  anhelos  de  una  justicia  equitativa,  equüi- 
brada  y  concorde  con  el  estado  social  de  la  población  en 
las  varias  regiones  de  la  República  y  menos  en  la  Capital 
J-ederal».  Acaso  estas  palabras,  consignadas  en  un  docu^ 
mentó  de  carácter  oficial  (decreto  de  19  de  Diciembre  de 
1904  designando  una  Comisión  encargada  de  diversos 
trabajos  legislativos)  y  abonadas  por  la  indiscutible  auto- 
ridad científica  del  Dr.  Joaquín  V.  González  que,  como 
Ministro,  refrendó  ese  documento,  bastarían  para  eviden- 
<íiar  la  urgencia  de  un  cambio  fundamental. 

¿Cómo  explicar,  entonces,  la  persistencia  de  la  incuria 
legblatíva  ante  manifestaciones  de  tan  extrema  gravedad? 
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¿Cómo  es  posible  la  subsistencia  de  un  código  criticado, 
sin  discrepancia,  en  la  cátedra,  en  la  prensa,  en  el  libro, 
en  los  fallos  judiciales  y  hasta  en  los  decretos  del  poder 
ejecutivo?  Preguntas  son  éstas,  que  á  diario  se  repiten, 
como  cxtcriorización  del  malestar  que  necesariamente  de- 
termina, en  toda  sociedad  civilizada,  la  falta  de  satisfac- 
ción á  los  unánimes  anhelos  de  justicia. 

Falsos  conceptos  del  delito  y  de  la  pena;  ausencia  ab- 
soluta de  criterio  cientifico;  olvido  lamentable  del  factor 
humano,  de  la  realidad  viviente,  del  alma  que  palpita  en 
todos  los  hechos  que  caen  bajo  el  imperio  de  la  represión; 
divergencias  radicales  entre  el  precepto  legal  y  las  efecti- 
vidades del  ambiente;  prejuicios  y  supersticiones  incon- 
cebibles; consagración  inconsciente  de  increíbles  impuni- 
dades; defectos  de  forma,  obstaculizando  la  acción  déla 
justicia  ó  estimulando  las  travesuras  de  Maitre  Chicaneau; 
todo  esto  se  advierte,  bien  pronto,  por  muy  superficial 
quesead  estudio  que  se  iiagade  nuestra  legislación  penal. 
Las  reformas  contenidas  en  la  Ley  de  1903  contribuyeron 
eficientemente  al  desquicio  reinante. 

Las  anomalías  de  esa  ley,  sus  incongruencias,  las  in- 
justicias que  envuelven  sus  rigores,  á  veces  excesivos  y 
sus  múltiples  lenidades,  lodo  ello  ha  sido  patentízadopor 
la  jurisprudencia.    Obedeciendo  á  sus  preceptos,  el  senti- 
miento de  la  justicia  ha  sido  violado  machas  veces;  y 
respondiendo  á  los  generosos  llamados  de  ese  mismo 
sentimiento,  muchas  veces,  también,  la  letra  de  la  ley  fué 
letra  muerta.    Es  que  las  malas  leyes  encuentran  sus  pri- 
meros infractores  en  ios  buenos  jueces.    «¡Cuántas  veces 
los  magistrados  de  los  países  latinos  procedemos  como 
'  Porcia»— dice  Bunge.  «Damos  apariencias  legales  y  obje- 
tivas á  resoluciones  que  más  bien  proceden  del  senti- 
miento subjetivo  de  la  justicia;  para  conciliario  con  las 


di8i>osieioiie8  de  la  ley,  buscamos  en  ella  misma  argucias 
dialécticas  y  abogadiles  subterfugios»  C). 

Sin  embargo,  una  perfecta  organización  jurídica,  no 
consiente,  ni  debe  consentir  las  extralimilaeiones  del  po- 
der judicial,  por  grande  que  sea  la  excelsitud  de  los  sen- 
timientos que  motivan  tales  extralimitaciones.  El  viejo 
aforismo  que  consag»  la  inflexibilidad  de  la  ley,  á  pesar 
de  toda  su  dureza,  continuará  gravitando  por  siempre  so- 
bre la  conci^ciade  los  pullos  civilizados. 

Gorrijamos,  entonces,  los  malos  códigos,  para  no  esti- 
mular á  los  buenos  jueees  en  la  noble  tarea  de  contrariar- 
los cuando  lesionan  el  sentimiento  de  la  justicia;  armoni- 
cemos con  éste  los  preceptos  de  la  ley. 

No  pretendemos  ano^r  las  reformas  necesarias.  Para 
ello  fuera  necesario  analizar,  detenidamente,  todas  y  cada 
una  de  las  disposiciones  que  el  Código  contiene;  el  juicio 
que  de  ese  análisis  resultara,  sería  la  base  para  el  ámplio 
desMivolvimiento  que  reclama  un  plan  de  enmiendas  me- 
tódico y  razonado. 

Por  muchas  dreunstaneias  no  nos  es  posible  realizar 
esa  tarea,  ajena,  por  lo  demás,  á  los  fines  de  este  ligero 
estudio.  Nos  limitaremos,  pues,  á  indicar,  extremando  la 
sfcatesis,  cuáles  son,  en  nuestro  concepto,  los  principios  á 
que  debe  ajustarse  la  transformación  del  derecho  penal 
argentino. 


Ante  todo,  el  criterio  espiritualista  debe  ser  desterrado  ' 
del  campo  legislativo*.  Su  influencia,  hoy  por  hoy,  es  inne- 
gable; á  él  responde  toda  la  economía  del  Código  Penal. 
La  simple  enumeración  de  las  causas  que  modifican  ó  ex- 
ensan  la.  responsabilidad,  está  demostrando  cuál  es  el 

(1)  C.  O.Bnnite.— CasoidePewchopwMkL 


fundamento  que  á  ella  le  atribuyera  el  codificador,  aun 
cuando  no  lo  consignara  en  preceptos  categóricos.  El  pre- 
juicio de  la  libertad  moral,  ese  £uitasma  de  la  ilusión  psico- 
lógica, como  le  llama  Ferri,  es  la  base  de  nuestro  derecho 
represivo;  la  prescindencia  del  factor  individual,  como  ele- 
mento de  juicio  para  la  calificación  de  los  hechos  delictuo- 
sos, el  primero  y  más  funesto  resaltado,  que  necesariamen- 
te fluye  de  tan  absurda  concepción.  La  ley  sólo  contempla 
«1  hecho  consumado;  poco  importa  quien  lo  llevó  á  cabo, 
pues  ahí  está  la  pena,  idéntica  para  todos,  amenazando  á 
todos  por  igual,  sin  cpie  sea  dado  inquirir,  siquiera,  la  muir 
titud  y  la  complejidad  de  las  causas  que  hayan  podido  de- 
terminar á  la  voluntad. 

No  olvidamos,  por  cierto,  la  sij^rema  razón  que  arma  al 
Estado  con  el  formidable  derecho  de  castigar;  no  olvida- 
mos, tampoco,  la  inoficiosidad  d^  toda  controversia  sobre 
el  origen  y  legitimidad  de  aquel  derecho;  queremos,  sola- 
mente, que  él  no  sea  desnaturalizado  portel  imp^rip  de 
sectarismos  que  la  ciencia  positiva  rechaza. 

Reaccionar  contra  seminante  sistema  debe  s^,  pues,  el 
primordial  propósito  de  toda  reforma. 

*  ^  ' 

La  individualización  de  la  pena,— á  cuyo  respéeto  «coii- 
«iden  ya  los  clásicos  y  los  deterxniaistas, — es  un  principio 
que  no  puede  dejar  de  ser  in«oi^rado  á  tgda  legislac^rái 
que  quiera  satisfacer  á  las  exigencias  de  la,  época  presente. 
A  ese  fin  tiende  la  innovación  que  proponen  los  autores 
del  Proyecto  de  1906,  consistente  en  dejar  librada  á  los 
jueces  la  apreciación  de  la  iiaturaleza  de  la  acción  y  la  de 
los  medios  empleados  para  ejecutarla  y  la  extensión  del 
daño  y  del  peligro  causados, — por  una  parte,— y,— por 
otra,  —la  edad,  la  eduaación,  las  costumbres  y  la  ponducta 
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precedente  del  sujeto,  la  caüdad  de  los  motivos  que  lo  de- 
terminaron á  delinquir,  la  participación  que  baya  tomado 
en  el  hecho,  las  reincidencias  en  que  hubiere  incurrido  y 
los  demás  antecedentes  personales  que  demuestren  m  ma- 
yor á  menor  perversidad.  (Art.  43). 


Una  de  las  causas,  — y  no  la  menos  importante,  por 
derto,— del  desprestigio  de  nuestra  justicia  penal,  es  la 
deíecluosa  aplicación  de  las  penas  que  establece  la  legis- 
lación represiva.  Faltan  cárceles  que  respondan  á  un  ré- 
gimen perfecto  y  la  mayoría  carece  de  él,  en  absoluto.  La 
obligación  del  trabajo,  inherente  á  todas  las  penas  privati- 
vas de  la  libertad,  excepción  hecha  de  la  de  arresto,  no  se 
enmple,  por  regla  general.  Las  distínciones  que  la  ley 
establece  entre  las  diversas  clases  de  penas,  no  se  hacen 
efectivas,  en  la  práctica,  debido,  asi  mismo,  á  la  carencia 
de  establecimientos  adecuados. 

No  pensamos  que  el  remedio  estribe,  sólo,  en  la  simpU- 
fieación  del  sistema  penal,  ni  siquiera  en  la  unificación  del 
mismo,  insinuada  en  el  Proyecto  de  1906.  Entendemos 
qae  lo  que  hay  que  unificar  es  el  régimen  y  administración 
de  las  prisiones.  Mientras  no  se  llegue  á  ello,  vale  decir, 
mientras  las  cárceles  »o  sean  nacionalizadas  y  sometidas  á 
una  dirección  central,  á  lo  que  nada  puede  oponerse  y  con 
lo  qnc  en  nada  se  lesiona  la  autonomía  de  las  provüicias, 
la  ejecución  estricta  de  las  penas  establecidas  por  el  Código 
Penal,  qae  es  ley  de  la  Nación,  no  se  logrará. 


£1  tratamiento  de  la  reincidencia  reclama,  igualmente, 
reformas  substanciales. 

Se  impone,  ante  todo,  la  creación  de  oficmas  de  esta- 
dística criminal  y  registro  de  remcidentes.  Demostrar  es» 


necesidad,  sería  pueril.  Por  la  falta  de  datos  para  estable- 
cer la  reúicidencia,  no  se  aphcan,  generalmente,  las  dis- 
posiéiones  que,  para  ella,  prescribe  la  ley. 

Por  otra  parte,  ¿cuál  ha  de  ser  el  criterio  para  su  re- 
presión? ¿ha  de  considerarse  sólo  la  reincidencia  especifica: 
ó  debe  primar  el  concepto  de  la  reincidencia  genérica? 
¿qué  medidas  de  prevención  conviene  adoptar? 

Si  estudiamos  la  delincuencia  profesional  de  Buenc^ 
Aires,  si  consideramos  su  gravedad,  la  respuesta  fluirá 
nítidamente,  impoesta  por  los  hechos  núsmos.  Los  habi- 
tuales del  robo  constituyen,  en  esta  Capital,  una  verdadera 
colonia,  de  no  menos  de  veinte  mil  hombres,  que  viven  en 
continua  actividad  y  cada  uno  de  los  cuales  es, — como 
dice  de  Veyga, — «ima  horaúga  que  corre  por  la  ciudad  en- 
tera, noche  y  día,  movido  por  una  especie  de  ansiedad 
febril». 

Claro  está:  la  horda  delincuente  es  un  producto  nece- 
sario de  toda  gran  metrópoli:  en  ella,  el  choque  de  la» 
ambiciones,  los  estímulos  de  la  necesidad,  las  rebeliones 
que  suscita  el  espectáculo  de  las  desigualdades  sociales., 
múltiples  factores,  en  fin,  cu^a  intensidad  es  mayor  á 
medida  que  la  población  creee,  conjúranse  para  protejer 
á  la  industria  criminosa,  tanto  más  difundida  cuanto  má& 
lo  está  la  actividad  honesta  y  productiva. 

Son  los  delincuentes  habituales,  aquellos  que  proce- 
den por  el  imperio  de  su  perversión  moral,  los  náufra- 
gos de  la  sociedad,  como  los  denomina  Ferri,  que  arras- 
tran su  existencia  en  la  sentina  purulenta  y  crónica  de  los- 
dehtos  mediocres  y  las  reincidencias  irreparables,  los  que 
forman  la  inmensa  mayorfa  de  la  masa  delincuente  do 
Buenos  Airés.  Comenzaron  por  un  delito  ocasional,  pero 
huérfanos  de  una  protección  humana  y  lógica  que  hubiera 
podido  eneaioarlos  en  la  vida  honesta,  encontraron,  en 
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•el  ambiente  social,  los  estinuilos  necesarios  para  conti- 
nuar por  la  senda  del  vicio. 

Desde  la  cuna,  casi,  ese  habitual  de  hoy  encontró  á  su 
alrededor  el  conjunto  de  circunstancias  favorables  para 
•el  florecimiento  de  las  malas  tendencias,  á  veces  hereda- 
das de  sus  progenitores.   Mal  alimentado,  aspirando  el 
•aire  pestilente  del  conventillo,  constreñido  á  habitar  en 
inmoral  comunidad  con  los  padres  y  hermanos,  dentro 
de  infecto  tugurio,  su  cuerpo  creció  débil,  enclenque,  mi- 
serable; y  su  alma,  su  pobre  alma,  se  enlodó  también,  ne- 
-cesariamente,  en  el  fango  sobre  que  se  meció  la  cuna  de 
su  desgraciada  envoltura.  Cuando  tuvo  seis  años  salió  á 
la  calle;  era  indispensable  que  se  ganara  la  vida.  No  po- 
día ir  á  la  escuela;  allí  no  se  admite  á  los  nifios  descalzos 
j  harapientos  y  el  salaiio  del  padre  no  alcanzaba  para  cos- 
tear lujos.  Además  ¿para  qué  educarlos?    Para  vender 
periódicos  en  laís  esquinas,  no  se  necesita  saber  nada.  En 
las  calles  se  juntó  con  otros  niños  de  su  edad,  nacidos 
como  él  y  criados  como  él.  Jngaban  muchas  veces,  juga- 
■ban  por  dinero  y  reñían.  Por  eso  fueron  encarcelados  en 
múltiples  ocasiones.  Así  conocieron  á  delincuentes  ave- 
zados y  se  asociaron  con  ello*.  Ya  son  ladrones.  ¿Quién 
les  ha  enseñado  á  distinguir  lo  bueno  de  lo  malo? 

No  es  ésta,'  «iempre,  la  evolución  y  marcha  progresiva 
de  la  actividad  criminosa.  El  delincuente  no  es,  en  todos 
los  casos,  un  abandonado  desde  la  infancia,  ni  un  hijo  de 
la  mala  vida.  Muchas  veces  proviene  de  un  hogar  hones- 
to y  de  cómoda  situación  econónüca.  Hemos  conocido 
numerosos  ejemplares  de  esa  clase.  Los 'hemos  visto  en 
.la  cárcel,  adaptados  por  completo  al  ambiente.  La  vo- 
rágine del  juego  los  precipitó  id  abismo.  Abusaron  de  la 
confianza  en  eUos  depositada  y  robaron,  porque  el  sueldo 
^ra  escaso  para  satisfacer  el  vicio  y  las  exigencias  de  su 
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Tida  crapulosa.  Interrogamos  á  uno,  en  cierta  oportuni- 
dad, acerca  de  sus  planes  para  cuando  saliera  de  la  pri- 
sión. Atrofiado  ya  por  cúmplete  su  sentido  moral,  nos 
«ontestó  sin  hesitar:  «robaré;  no  sirvo  ya  para  otra  cosa; 
pero  no  he  de  ser  tonto,  porque  esta  desgracia  me  ha  en- 
señado mucho»  .  .  . 

Venimos  hablando  sólo  de  los  delincuentes  nacidos  y 
formados  en  el  país^  ¿qué  decir  de  lafalanje  de  malhecho- 
res de  todo  género,  que  de  todos  los  puntos  de  la  tierra 
Tienen  á  establecer  en  esU  ciudad  el  centro  de  sus  ope- 
raciones? 

El  elenco  de  la  ha^pa  bonaerense  es  rico  en  tipos  pe- 
«uliares,  propios,  esclusivamentc  nuestros,  producto  espó- 
rio  pero  genwino  de  nuestra  sociabilidad  todavía  infor- 
me C). 

Trazado  así,  i  grandes  pinceladas,  el  cuadro  de  la 
eriminalidad  profesional,  se  explica  que  Muestras  opinio- 
nes en  materia  de  represión  de  la  reüicidencia,  sean  de 
una  extrema  rigurosidad. 

Consideramos  que  el  prmcipio  de  la  reincidencia  g«ié- 
rica  es  el  que  nos  conviene  adoptar;  consideramos  que 
siendo  la  reineidencia  un  índice  de  la  temibUidad  del  de- 
Imcuente,  nada  implica  el  tiempo  que  pueda  haber  trans- 
currido entre  uno  y  otro  de  los  delitos  qu»ilegaran  al  co- 
nocimiento de  la  justicia^ ^consideramos  que  es  también 
indiferente  el  lugar  en  que  los  diversos  delitos  se  come- 
tieron: <da  Nación  es  una  para  el  Código  Penal  y,  en  con- 
secuencia, es  recincidente  todo  el  que  ha  cometido  un 
delito  en  cualquier  punto  d§l  territorio  nacional  y  cual- 
quiera que  haya  sido  el  tribuhal  que  impusiera  la  pena» 
pensamos  que  todo  ^incidente  debiera  cumplir  su 

(1)  B.  OómoBi^Iia  mala  vida     Buenos  Aires. 
(3)  Ptoyecto  de  Código  FéiiiadidSO&  Infonne.  PA»  XXIV. 
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condena  en  el  presidio  de  Tierra  del  Fuego  ó  en  los  aná- 
logos que  pudieran  crearse  y  donde  por  la  razón  de  la 
distancia  y  de  la  naturaleza  de  los  trabajos  á  que  se  les 
destinara,  la  obra  de  regeneración  presentaría  menos  di- 
ficultades. El  señor  Presidente  é»  la  Nación  ha  expresado 
el  pensamiento  del  gobierno  de  convertir  la  prisión  de 
Ushuaia  en  la  gran  Penitendafía  Nacional.  «Allí,— exclui- 
da toda  idea  de  evasión  por  etralejamiento  de  los  centro» . 
urbanos,  para  cuya  influencia  perniciosa'  las  muraUas  no 
siempre  son  obstáculo  insalvable,— los  penados  pu«den 
gozar  una  reWán  libertad,  compatible  con  la  disciplina 
y  que  vigoriza  el  trabajo  efectuado  en  recintos  amplios  y 
abiertos  U  al  aire  libre,  en  talleres,  bosqueSÍlS  canteras, 
A  todo  esto  se  agusgia.  la  garantía  de  salud  que  represen- 
tan las  excepcionales  condiciones  climatéricas  de  a<peUa 
región»  O-  ^  .  . 

Dok  instituciones  reclaman,  imperiosapaente,  su  adop- 
ción en  la  reforma  pelwl  que  imhelamos  ver  realizada; 
^dos  iMÜtuciones  acejtedas  i)or  la  ciencia  y  cuya  eficacia 
no  puede  ser  seriainente  tíbjetada.  Nos  jreferimos  á  la 
c<md«ai*'condicional,  en  los  términos  indicados  en  el 
Proyecto  de  1906  y  la  sentencia  indeterminada,  tal^eual  la 
votara  el  GongresoPenitenciariíide  Wáshington,  en  1910. 

Según  la  resolución  de  ese  tJbngreso,  la  sentencia  in- 
determinada debefía  ser  pilcada  á  las  personas  moral  ó 
mentalmente  defectuosas;  debería  ser  aplicada,  además,, 
como  #hrte  importante  ó$  un  sistema  ed^^ativo,  á  los  de- 
lincuentes,—sobre  todo  jóvenes,— que  requieren  trata- 
miento educacional  y  ei^os  crímaftcs  se  deben,  principal- 
mente, á  circunstancias  individuales.  ' 

(1)  Mensaje  á  la  Asamblea  Legis^tíva,  19U. 
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La  introducción  de  este  sistema  dependerá  de  las 

condiciones  siguientes: 

Que  las  ideas  dominantes,  respecto  de  la  culpabilidad 
y  de  la  pena,  no  estén  en  contradicción  con  la  concepción 
jáe  la  sentencia  indeterminada; 

Que  pueda  asegurarse  un  tratamiento  individualizado 

del  delincuente; 

Que  la  comisión  encargada  de  apücar  la  liberación 
condicional,  esté  compuesta  en  condiciones  de  que  se  ex- 
cluya toda  influencia  exterior  y  de  U  que  formen  parte, 
por  lo  menos,  un  representante  de  la  magistratura,  uno 
de  la  administración  de  prisiones  y  uS»  de  la  ciencia 

médica^  • 

Es  conveniente  fijar  los  máximum  de  las  penas,  sola- 
►  mente  durante  un  cierto  período  de  tiempo,  hasta  fami- 
liarizarse con  la  novedosa,instituc»n  y  adquirir  experien- 
cia á  su  respecto.  O 


Unificadas  ias  .leyes  represivas,— que  es  otro  de  los 
fines  á  que  debe  tend^  la  reforma,  desaparecerá,  lógica- 
mente, la  Uamada  Ley  de  Seguridad  Social,  Los  defectos 
de  que  eUa  está  plagada  y  las  dificultades  para  su  aplica- 
ción, que  It  práctica  ha  evidenciado,  imponen  su  inme- 
diata derogación,  encaso  deque  aqueHa  reforma  continúe 
postergándose.  Se  trata  de  una  ley  que  atenta  contra 
todos  los  derechos  y  garantías  que  la  vida  cívica  requiere 
de  un  modo  escncialísimo;  sus  preceptos  casi  no  pueden 
ser  libremente  discutidos.  Los  legisladores,  procediendo 
bajo  la  fuerte  iippresión  áfi  sucesos  dolorosos,  olvidaron 
el  principio  que  debe  tenerse  presente  en  la  elaboración 

(i)  EeMlooiones  Totóhs'en  el  GongxeM  FWftBnowño  de  Wáshing- 
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de toda  ley  y  es  el  de  que  ella  se  justifica  en  cuanto  ase- 
gura á  los  ciudadanos  la  porción  de  libertad  que  les  dqa. 
Servi  enim  legum  sumus  ut  magis  liberi  simus. 

El  rigorismo  excesivo,  como  criterio  fundamental  para 
la  represión  de  la  delincuencia  sectaria,  es  contraprodu- 
cente. El  anarquista  criminal,  cuando  es  objeto  de  una 
condena  demasiado  severa,  se  presenta  á  la  imaginación 
enfermiza  de  sus  correligionarios,  con  todos  los  contomos 
de  un  héroe;  la  sugestión,  á  su  vez,  excita  la  tendencia 
imitativa.  «No  había  aún  muerto  Ravachol,— dice  Lom- 
broso,  ya  era  un  semidiós,  un  dios  verdadero;  se  com- 
pusieron himnos  en  su  honor  y  ála  Mawellesa  sustituyó 

la.  Ravacholar*.  (*) 

El  mismo  Lombroso  afirma  que  las  represiones  violen- 
tas tienen,  además,  la  cuaüdad  de  ensoberbecer  á  los 
anarquistas  haciéndoles  creer  que  tienen  en  sus  manos 
los  destinos  délos  pueblos. 

En  nuestro  sentir,  la  buena  política  social  impone  la 
conveniencia  de  tratar  al  delincuente  sectario,  en  la  misma 
forma  y  por  los  mismos  procedimientos  que  al  delincuente 
común.  No  se  estírpa  con  la  violencia  el  mal  de  la  anar- 
quía. Estudiándola  en  sus  causas  recién  podremos  com- 
batir sus  efectos.  *  ^ 


Las  leyes  procesales  reclaman,  como  las  de  fondo, 
una  inmediata  revisión.  Mientras  el  Código  Penal  ha 
sido  hecho  para  los  delincuentes,-^ice  Ferri,— el  Código 
de  procedimientos  penales  lo  ha  sido  para  los  honrados. 
Compréndese,  entonces,  porque  es  tan  necesario  armoni- 
zarlo con  las  exigencias  de  la  más  recU  justicia  y  con 
los  ideales  de  la  más  amplia  libertad. 

(1)  Lombroso.— Loa  «narquistas^  Pág.  80. 


Un  Código  que  sanciona  el  procedimiento  inquisitivo; 
que  proscribe,  en  absoluto,  cuanto  signiüque  publicidad; 
que  no  coloca  al  juez  en  la  situación  de  tener  que  apreciar 
los  hechos  por  si  mismo,  sin  intermediarios  que  desnatu- 
ralizan su  misión  y  que  enervan  su  elevado  imperio;  un 
código  en  tales  condiciones  es  un  código  malo,  mil  veces 
malo. 

Fuert>ach  decía:  «Si  la  justicia  en  persona  bajase  del 
cielo  ála  tierra  para  encarnarse  en  algún  hombre  b^o  la 
forma  de  juez,  debiera  públicamente  y  á  la  luz  del  dia, 
sentarse  en  el  sillón  de  los  jueces  y  alU  esforzarse  por 
arrancar,  si  no  de  sus  propios  ojos,  por  no  tenerlas,  las 
vendas  que  le  impiden  ver  claro,  al  menos  de  los  ojos  de 
los  litigantes  ó  de  cuantos  tuvieran  qm  exponer  ante  él 
sus  razones,  para  que  con  toda  seguridad  puedan  atento- 
mente  observar  todos  los  pasos  que  diere  y  los  actos  que 
realizare.    Siempre  que  la  justicia  deja  de  obrar  á  la  iristo 
de  todos,  aunque  en  su  intima  esencia  persista  intachable 
y  recto,  en  la  opinión  vulgar,  sin  embargo,  pierde  muchí- 
simo, si  es  que  no  pierde  todo.  Un  tribunal  para  ser  justo 
no  necesito  funcionar  en  público;  más,  para  no  parecer 
injusto,  sí  lo  necesito,  aún  donde  fuera  manifiesto  to  jus- 
ticia de  su  proceder». 

La  publicidad  y  la  oralidad  del  juicio  son.  desde  luego, 
dos  prmcipios  que  deben  incorporarse  á  niwslro  procedi- 

BÚento  penal. 

La  justictodel  crimen  es  administrada,  en  forma  tal, 

que  el  juez  no  conoce,  la  mayoría  de  las  veces,  al  acusado 

á  quien  condena  ó  absuelve;  y  esto,  ni  aún  en  los  casos 

más  graves.    Solicitado  el  ex  Juez  del  Crimen  Dr.  Ernesto 

Madero  para  que  manifestora  la  íntima  impresión  que  se 

hubiera  formado  sobre  un  sujeto  condenado  por  él  á  to 

pena  capítol,  declaró  que  sóto  lo  había  visto  en  el  momento 
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de  la  lectura  de  la  sentenicia  que  debía  ser  ejecutada  vein- 
ticuatro horas  después.  «Cayetano  Grossi  ha  sido  borrado 
del  libro  de  los  vivos,— decía  el  Dr.  Madero,— sin  que  el 
Juez  de  sentencia  que  lo  ha  condenado,  haya  estudiado  su 
ser  moral». . .  (^).  CkMifesioiies  como  ésta  no  han  menes- 
ter de  comentarios  y  la  valentía  con  que  ella  fuera  hecha, 
envuelve  la  crítica  más  formidable  de  que  pueda  ser  objeto 
el  sistema  procesal  vigente. 

La  reforma  no  hade  postei^arse  por  mucho  t^mpo.  M 
más  alto  tribunal  del  fuero  ordinario  de  Buenos  Aires, 
constituido  por  magistrados  estudiosos  y  progresistas,  la 
reclama  en  su  última  Memoria. 

Las  leyes  de  procedimientos,  dice,  no  ofrecen  mayores 
dificultades  dentro  del  sistema  que  nos  rige;  pero  éste  re- 
quiere un  cambio  fimdamental. 

El  juicio  oral  y  público  para  examinar  al  reo  y  á  los 
testigos,  así  como  que  esa  prueba  sea  recibida  por  el  tri- 
bunal que  debe  juzgar  de  los  hechos  en  primera  y  única 
instancia,  es  una  necesidad  sentida  y  la  reforma  encon- 
traría entre  nosotros  un  ambiente  favorable  y  medios  fáci- 
les para  realizarla,  sin  alterar  fundamentalmente  la  OTga- 

nizacióu  judicial. 

El  sistema  actual, —agrega,— que  comete  la  aprecia- 
ción de  la  prueba  de  loshechos  á  distii^  funcionarios,  de 
los  cuales  la  mayor  parte  no  han  oído  al  reo,  ni  á  los  tes- 
tigos, ni  han  visto  el  aspecto  exterior  de  las  cosas  relacio- 
nadas con  el  proceso,  puede  conducir  á  la  impunidad  ó  á 
castigos  excesivos  en  determinados  casos,  porque  no  es  lo 
mismo  la  impresión  directa  del  Juez  en  presencia  de  facto- 
res múltiples  que  le  señalan  el  camino  de  la  verdad,  que 
la  que  deja  la  sola  lectura  de  actas,  que  ni  siquiera  expre- 

(1)  Criminologia  Modem».  Número  de  Marzo  y  Abril  de  1900.  Pá- 
gina m. 
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«an,  en  cada  caso  particular,  la  opinión  individual  del  que 
pudo  observar  al  reo  y  al  testigo  cuando  oyeron  U  impu- 
tación ó  la  contradicdién. 


#  Nos  ocuparemos,  ahol*,  del  régimen  peniteneiario. 

Con  la  sola  excepción  de  la  Penitenciaría  Nacional  de 
Buenos  Aires,— considerada  por  Ferri  como  el  tipo  per- 
fecto de  una  casa  de  corrección,  apreciada  desde  el  triple 
punto  de  vista  humanitario,  socialy  «áentífioo,— la  Repú- 
bUca  no  cuenta  con  verdaderos  establecimientos  carcela- 
rios. Algunos  de  ellos  son  simples  depósitos  de  presos, 
antros  de  corrupción  moral. 

Y  sin  embargo,  es  tanta  la  imporlanda  de  la  cuestión 
penitenciaria  que,  sin  exagerar,  M.  de  HaussonviUe  ha 
podido  decir  que  ella  esta  unida  á  la  gran  cuestión  social. 

Las  cárceles  no  pueden  ni  deben  servir,  en  exclusivo, 
para  albergue  del  que  ha  infringido  la  ley  penal  y  á  quien 
sea  necesario  sepultar  en  vida,  para  que  no  quede  ni  el 
recuerdo  de  su  nombre  en  la  sociedad  á  que  ofendió  con 
su  delito;  tompoco  pueden  ni  deben  ümitarse  á  ser  «sanas 
y  limpias,  para  seguridad  y  iio  para  castigo  de  los  reos 
detenidos  en  eUas»,  como  dispusieron  los  autores  de  nues- 
tra Carta  fundamental,  en  una  época  en  que  los  adelantos 
de  la  ciencia  penitenciaria  no  permitían  pensar,  siquiera, 
en  la  posibilidad  de  la  corrección. 

La  función  social  de  la  pena  se  ha  modificado  ante  los 
nuevos  rumbos  del  derecho  que  la  consagra.  Eminente - 
^  mente  defensiva,  no  se  cumpliría  esa  función  si  aquella  no 

fiiera  usada  como  un  recurso  de  rehabilitación  moral.  Es 
meaes  ter  tener  en  cuenta  que  el  hombre  que  ha  perdido  su 
libertad  ha  de  volver  al  consorcio  con  sus  semejantes  y  e^ 
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lugar  de  infeiirie  con  el  castigo  una  afrenta,  sofoeaudo  en 

él  toda  aspiración  á  una  vida  regular,  —  si  á  ello  no  «e 
oponen  predisposickmes  «sítales,  no  nempre  susceptible» 
de  ser  ciertamente  comprobadas,  — es  deber  de  alto  hu- 
manitarismo dedicar  una  atención  inteligente  á  la  transfor- 
mación de  la  conciencia  criminosa,  con  un  conocimiento 
amplio  de  los  coeficientes  pncolísicos  del  criminal. 

Si  de  esta  manera  no  llegamos  á  la  realización  de  idea- 
les que  pudieran  conceptuarse  utópicos,  aceptando  la  teo- 
ria  de  Durkeim  respecto  de  la  normalidad  del  delito,  es 
indudable  que  un  sistema  penitenciario,  sometido  á  reglas 
dei^eas  é  inspirada  en  sentimientos  de  alta  cultura  mo- 
ral, puede  producir  y  ha  producido  saludables  efectos. 

Atribuimos,  especialmente,  la  falta  de  régimen  peni- 
tenciario entre  nosotros,  á  la  circunstancia  de  que,  porunr 
mal  entendido  respeto  á  las  garantías  del  sistema  federa- 
tivo de  gobierno,  las  cárceles  del  país  no  tienen  el  carácter 
nacional  que  debieran  tener.  Los  gobiernos  provinciales 
carecen  de  los  recursos  que  demanda  el  sostenimiento  de- 
institutos de  ese  género;  esto,  por  una  parte.  Por  otra,  el 
hecho  de  que  cada  provincia  pueda  dictar  para  sí  una  cons- 
titución que  asegure  su  administración  de  justicia  (art.  5» 
déla  Constitución  Nacional),  no  les  habilita,  en  nuestro 
concepto,  para  ejercitar  jurisdiceiiki  exclusiva  en  lo  que 
atañe  al  régimen  de  las  penas.  Si  éstas  se  imponen  es 
porque  una  ley  de  la  nación,  —el  Gódyigo  Penal,  —  ha  sido 
violada  y  es  por  lo  tanto  á  la  Nación  á  la  que  compete  eje- 
cutarlas. Tres  son  los  factores  que  intervienen  en  la  im- 
posición de  la  pena:  la  ley  que  la  consagra,  el  Juez  que  la 
aplica  y  la  administración  que  la  cumple.  De  éstos,  es  el 
Inez,  ánicam^te,  el  que,  de  acuerdo  con  los  preceptos  de 
nuestra  Constitución,  tiene  carácter  provincial.  La  ley  pe- 
suil  y  la  adsiinistraciÓA  que  rige  ó  que  debiera  regir  el 


sistnna  represivo,  deben  ser  necesariamente  nacionales.- 
La  calamitosa  organización  de  las  cárceles  de  provin- 
cias, demuestra  la  inmediata  necesidad  de  proceder  á  una 
refoima  en  el  senüdo  que  indicamos.   Todo  está  subver- 
tido en  esos  establecimientos:  en  la  provincia  de  Buenos- 
Aires,  por  ejemplo,  el  presidio  de  Sierra  Chica  que  es  el 
que  se  encuentra  en  mejores  condiciones,  aloja  ordinaria- 
mente 5oo  penados,  no  teniendo  capacidad  sinó  para  288 
presos;  inútil  parece  decir  que  no  se  hace  distmción  algún» 
entre  los  condenados  á  diferentes  penas.   La  Cárcel  pe- 
nitenciaría del  Rosario  de  Santa  Fe,  con  capacidad  para 
400  presos,  alberga,  ordinariamente,  de  65o  á  ^00,  que  es- 
tán en  común,  juntamente  con  los  encausados.    La  Cárcel 
penitenciaría  de  Córdoba,  puede  alojar,  en  buenas  condi- 
ciones de  seguridad  é  higiene,  180  individuos,  como  máxi- 
mun  y,  sin  embargo,  su  población  ordinaria  es  de3oo;  los- 
condenados  á  distintas  penas  están  juntos  y  los  menores 
no  están  separados  de  los  adultos.  La  Cárcel  de  San  Luis 
apenas  si  üene  capacidad  para  35  hombres  y,  á  pesar  de- 
ello,  nunca  hay  allí  menos  de  100  detenidos,— condena- 
dos, encausados  y  menores,— que  viven  en  la  más  repug- 
nante promiscuidad.   En  la  Cárcel  púbUca  de  la  ciudad 
de  Tucumán,  que  cuenta  con  5i  celdas,  la  población  ordi- 
naria es  de  3oo  presos;  el  régimen  imperante  es  el  común, 
hallándose  juntos  los  condenados  con  los  encausados.  La 
Cárcel  pública  de  La  Rioja  apenas  puede  albergar  10  pre- 
sos y  la  de  Jujuy  5o. 

No  es  mejor,  ciertamente,  la  condición  de  los  estable- 
cimientos carcelarios  de  los  territorios  nacionales:  en  el  de 
Misiones,  la  cárcel  de  Posadas  tiene  una  ooblación  que- 
ordinariamente  es  de  lao  individuos  y  apenas  si  podrían 
albergarse  80;  el  sistema  reinante  es  el  común;  no  se  da 
instrucción  á  los  pretos.  En  1*     Formosa  alójanse,  por 
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lo  general,  5o  detenidos,  teniendo  capacidad  sólo  para  3o; 
no  86  da  instroccióii.   Ea  la  cárcel  de  Resistencia,  hay  ca- 
pacidad para  a6  hombres,  siendo  su  población  ordinaria 
de  70;  los  presos  no  trabajan  ni  reciben  instraccián.  En  la 
<ie  Santa  Rosa  de  Toay  se  alojan  80  hombres,  y  sólo  po- 
drían hacerlo,  en  mediocres  condiciones,  3g;  no  hay  es- 
cuela ni  talleres.  En  la  cárcel  del  Neuquen,  cuyo  edificio 
es  de  chapas  de  zinc,  sólo  hay  capacidad  para  5o  detenidos 
y  sn  población  ordinaria  excede  de  80;  no  se  trabaja  ni  se 
da  instrucción  á  los  presos.   La  cárcel  de  Viedma  puede 
•alojar  basto  70  hombres,  como  máximun;  su  población, 
ordinariamente,  es  de  100;  los  reclusos  no  trabajan  ni 
reciben  instrucción.  En  el  territorio  del  Ghubut,  la  cárcel 
<le  Rawson  puede  alojar  20  presos  como  máximun,  siendo 
ese  el  número  que  aloja  de  ordinario;  no  hay  escuela  ni 
taUeres.   La  cárcel  de  Río  Gallegos  tiene  una  población 
media  de  35  hombres,  que  apenas  pueden  moverse  en  el 
interior  de  los  dos  cuadros  que  la  forman;  los  presos  no 
reciben  instrucción. 

La  elocuencia  de  estos  datos,— ob  tenidos  de  fiiente  in- 
sospechable y  personalmente  comprobados,  en  su  mayo- 
Tía,  por  el  que  esto  escribe,— ahorra  mayores  argumentos. 
En  semejante  estado  de  cosas,  el  sociólogo  menos  perspi- 
caz descubrirá,  á  poco  que  observe,  la  más  poderosa  de 
las  causas  de  la  reincidencia  criminal. 

Es  llegada  la  hora,  pues,  de  abordar,  resueltamente,  la 
«olución  del  problema  carcelario;  y  debemos  tener  fé  en 
que  eUa  no  se  postergará,  ya  que  el  país  tiene  la  rara  ven- 
tura de  estar  hoy  gobernado  por  un  presidente  capaz  de 
-cumplir  sus  promesas.  Y  él  lo  ha  prometido:  «el  pro- 
blema penal,— ha  dicho,— presenta  los  aspectos  má»  va- 
riados y  complejos.  La  arquitectura  y  ubicación  de  nues- 
tros establecimientos  carcelarios,  el  régimen  educativo. 


de  higiene,  de  trabajo  y  de  disciplina,  el  sistema  de  vigi- 
lancia y  hasta  las  nonnas  jurídicas  que  determinan  la  gra- 
duación de  los  castigos,  son  motivos  para  reformas  que 
cuadra  emprender  con  sentímiento  humanitario  y  base 
científica».  (^) 

Y  desde  que  la  reforma  ha  de  emprenderse,  que  ella 
sea  radical;  que  se  naeionalicen  bis  cárceles,  que  se  cen- 
traüce  su  dirección  y  que  su  sistema  educativo  se  base 
en  el  sabio  prmcipio  de  la  mdividuaüzación  de  la  pena, 
con  el  aditamento  de  la  libertad  condicional  para  los  con- 
denados que  hayan  dado  pruebas  de  una  positiva  enmien- 
da. Que  se  establezcan,  por  último,  dos  colonias  penales, 
por  lo  menos,  una  al  Norte  y  U  otra  al  Sudde  la  Repú- 
blica, ofreciendo  así  á  los  delincuentes  mayores  estímulos 
para  su  regeneración,  por  la  práctica  de  un  trabajo  salu- 
dable y  en  concordancia  con  sus  condiciones  y  aptitudes. 

Prescindiendo  de  otras  múltiples  ventajas,  demasiado 
repetidas  para  que  sea  necesario  insistir  sobre  ellas,  el 
régimen  de  las'colonias  penales  ofrece  la  de  contribuir,  en 
cierto  modo,  á  reaccionar  contra  la  despoblación  de  los 
campos.  Prins,  eminente  penitenciarista  belga,  ha  hecho 
notar  que  el  régimen  actual  de  las  cárceles  conduce  al 
resultado  contrario,  dando  á  los  campesinos  un  oficio  ur- 
bano, haciendo  de  un  buen  cultivador  un  mediano  obrero 
y  sugiriéndole,  por  ün,  la  idea  de  arrojarse  á  las  pobla- 
ciones industriales. 

ff|Ved  á  esos  robustos  campesinos,  que  quizá  delin- 
quieron por  exceso  de  vigor  y  de  salud,  sentados  durante 
largos  años  entre  los  muros  estrechos  de  una  celda!  El 
espectáculo  es  triste;  parece  que  ese  depósito  de  energía, 
de  fuerza  muscular,  de  exuberancia  viril,  que  conservan 


(1)  Presidente  S4eM  Pellfc-Moawje  4  1»  A*«aWe»  IieglitattT»,  IWl. 
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las  regiones  rurales  para  las  necesidades  de  la  sociedad. 

Ya  disipándose  lentamente  en  el  aislamiento  prolongado 
de  la  prisión^.  O 

El  complemento  del  sistema  que  propiciamos  debería 
ser,  forzosamente,  el  patronato  de  excarcelados. 


Disertando  sobre  el  porvenir  de  la  justicia  penal,  ha- 
blaba el  Profesor  Fem  de  la  necesidad  de  introducir  re- 
formas fundamentales  en  el  régimen  penitenciario  vigente, 
cuya  ineficada  viene  sosteniendo,  tiempo  hace. 

Decía  el  maestro  que  era  imposible  establecer,  desde 
ahora,  cual  será  el  régimen  carcelario  del  porvenir,  y  refe- 
ría, con  tal  motivo,  las  fases  sucesivas  de  esa  evolución 
hasta  el  presente:  primero,  los  criminales  eran  maltratados; 
después,  se  Íes  miró  con  lástima  y  fueron  encarcelados, 
ahora  Jaita  que  se  les  convierta  en  hombres  útiles. 

Hé  ahí  el  ideal  de  la  ciencia  penitenciaria;  hé  ahí  el  pro- 
pósito  fundamental  que  la  anima.  Si  ese  ideal  y  ese  pro- 
pósito no  son  nuevos,  lo  es,  sí,  el  medio  de  realizarlos, 
consistente  en  el  estudio  melódico  y  razonado  de  las  fun- 
ciones que  la  p^a  está  llamada  á  desempeñar  en  las  so- 
ciedades modernas  y  en  la  adaptación  de  la  pena  á  esas 
fcndmies^  por  medio  de  una  organización  práctica  de  la 
misma. 

La  disciplina,  la  educación  y  el  trabajo,  han  venido 
riendo  considerados,  casi  uniíoimemente,  como  los  i&nicos 
elementos  esenciales  de  aquella  ovganizadón;  en  cuanto  al 
patronato  de  los  excarcelados,  que  es,  sin  duda  alguna,  el 
oomplemento  indisp^sable  de  todo  buen  régimen  peni- 

(1)  Adolfo  Prins-- Criminalidad  y  represión.- Traducción  de  Manne 
Bafitt  de  Araiaa.  Pík.72.  ]ladrid,18U. 
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tenciario,  no  ha  tenido,  por  mucho  tiempo,  otra  consagra- 
ción que  la  de  una  obra  de  altraísmo,  laudable  en  grado 
sumo,  pero  sin  ninguna  importancia  como  recurso  para  la 
prevención  del  delito. 

Entendemos  que  el  estudio,  por  somero  que  sea,  del 
patronato,  en  su  origen,  organizamón  y  tendencias  actua- 
les, servirá  de  suficiente  prueba  en  apoyo  del  carácter  pro- 
minente que  le  atribuimos  en  el  complejo  organismo  peni- 
tenciario. 


El  patronato  es  de  origen  muy  antiguo.  Guillot,  en  sa 
interesante  trabajo  sobre  las  Prisiones  de  París,  nos  recuer- 
da cómo  la  cautividad  fué  representada  siempre  como  on 
sufrimiento  y  sostiene  que  es  esa  concepción  de  la  cauti- 
vidad la  que  ha  provocado  en  todos  los  tiempos,  la  forma- 
ción de  sociedades  con  el  fin  de  socorrer  á  los  prisioneros. 

Sin  embargo,  las  asociaciones  de  este  género  existentes 
basta  fines  del  siglo  XVIIl,  no  fueron  de  patronato,  en  el 
verdadero  sentido  de  la  palabra,  limitándose  á  socorrer  á 
los  presos,  mientras  duraba  su  reclusión  y  no  precMmpán- 
dose  absolutamente  de  su  suerte,  una  vez  extinguida  la 
condena.  Fué  recién  en  el  ano  1776,  en  Filadelfia,  y  &k 
1819,  en  Francia,  que  se  echaron  las  bases  del  patronato, 
tal  cual  le  conocemos  ahora:  una  institución  que  tiene  por 
objeto  facilitar  la  reincorporación  (reclassemenl)  á  la  so- 
dedad  de  los  individuos  que  han  pennaneddo  en  priúón, 
sea  como  condenados,  sea  como  enqausados,  suministrán- 
doles trabajo  y  otros  recursos,  en  los  primeros  dias  de  su 
libertad. 
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Su  necesidad  es  evidente.  No  es  que  se  imponga  como 
resultante  de  un  mero  sentimentalismo,  afanoso  de  librar  al 
excarcelado  de  los  inconvenientes  qne  le  reporta  la  pre- 
ocupación  justificada  que  su  condición  anterior  provoca  y 
las  desconfianzas  qne  lógicamente  infunde.  Su  razón  de 
ser  más  poderosa,  cu  sociedades  como  la  nuestra,  al  me- 
nos, y  en  poblaciones  como  Buenos  Aires,  se  encuentra  en 
la  necesidad  de  colocar  al  que  acaba  de  salir  de  la  prisión, 
en  condiciones  de  resistir  con  éxito  á  los  mil  estímulos  qne 
le  ofrece  la  vida  libre  para  orientar  su  conducta  por  el  ca- 
mino de  las  reincidencias.  Sm  esta  medida  de  alta  previ- 
sión, difícil  será  conjui^ar  «1  peligro  indicado.  La  acción 
del  régimen  penitenciarío  fracasará  en  la  mayoría  de  los 
casos,  y  entonces  si  que  podrán  aceptarse,  sin  reserva,  las 
afirmaciones  de  HoUzendorff,  proclamando  la  bancarrota 
de  k»  sistemas  p^udes. 

Inútil  fuera  explicar  cómo  y  por  qué  existe  el  peligro 
de  los  estímulos  maléfíec»  que  esperan  al  liberado  desde 
que  la  férrea  puerta  de  la  prisión  se  cierra  tras  él;  basta 
exammar  el  escenario  en  que  ba  de  poner  &x  juc^o  sus  ac- 
tividades al  iniciar  la  vida  nueva;  basta  considerar  que, 
faltándole  la  mano  protectora,  puede  volver  al  mundo  en 
qne  nació  y  en  que  se  modeló  su  fisonomía  moral. 

El  régimen  de  la  cárcel,  que  no  es,  que  no  puede  ser» 
la  panacea  salvadora,  determinará  en  muchos  delincuen- 
tes una  enmienda  positiva;  en  algunos  creará  disposiciones 
felices;  sobre  otros  no  ejercerá  influencia  alguna.  En  los 
dos  primeros  casos,  es  necesario,  por  una  razón  de  higiene 
social,  completar  la  obra  de  la  prisión,  señalando  al  delin- 
cuente el  sendero  del  trabajo,  para  alejarlo,  en  una  palabra, 
de  lo  que  Ingegnieros  ba  llamado  <da  ciénaga  en  que  cha- 
palean su  conducta  los  malvivientes»  y  que,  según  la  frase 
del  mismo,  «asfixia  los  gérmenes  posibles  de  todo  sentido 


moral,  desarticulando  las  últimas  anastómosis  que  los  vin- 
culan al  solidario  consorcio  de  los  honestos. » 

Gamille  Aymard,  que  en  su  obra  <rLa  profession  du  cri- 
me»,  ha  estudiado  las  causas  de  la  reincidencia,  señala, 
entre  éstas,  la  dificultad  del  reclassemerU,  citando  en  su 
apoyo,  un  informe  de  Mr.  Cazot,  quien  basándose  en  esta- 
dísticas fehacientes,  afirmaba  que  las  reinddencias  se  pro* 
ducen  en  los  primeros  meses  que  siguen  á  la  salida  de  la 
cárcel.  De  ahí  esta  l<^ca  conclusión:  que  la  dificultad  d^ 
reclassement  de  los  liberados  en  la  sociedad,  es  causa  del 
aumento  de  la  reincidenda. 

£1  mismo  Aymard,  en  su  citada  obra,  contempla  la  si- 
tuación del  individuo  que  sale  de  la  cárcel,  después  de  pur* 
gar  su  primer  delito,  no  cometido,  quizá,  sino  á  impulso  de 
«circunstancias  más  fuertes  que  él»  y  que  siente  nacer  y 
crecer  á  su  alrededor  el  dei^redo  público,  si«mdo  ella  la 
causa  de  que  se  le  rehuse  trabajo  de  puerta  en  puerta,  de 
taller  en  taller.  Su  caída,  dice,  podrá  ser  retardada,  pero 
no  será  jamás  evitada. 

Lo  hemos  dicho:  no  consideramos  que  este  peligro 
pueda  presentase  con  caracteres  tan  alarmantes  en  países 
como  el  nuestro  y,  especialmente  en  ciudades  como  Bue- 
nos Aire».  Aquí  no  se  averigua  el  pasado  del  que  ofrece 
su  trabajo  ó  del  que  responde  á  la  enorme  demanda;  tam- 
poco habría  medios  para  conocerlo.  Hay  dimanada  con- 
fianza  ó  excesiva  desconfianza;  en  este  caso  el  espíritu  está 
bien  prevenido  y  ello  basta.  La  expresión  de  Leveülé: 
«tres  meses  de  prisión  y  sesenta  años  de  vergüenza»,  no 
es,  por  esa  causa,  para  países  como  la  Argentina. 

El  gran  riesgo  es  el  señalado  antes :  los  atractivos  mal- 
sanos de  la  vida  libre,  actuando  sobre  siyetos  de  moralidad 
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Kieíectuosa.  Es  para  contrarrestar  la  influencia  deletérea 
4e  esos  atractivos  que  el  patronato  debe  intervenir. 


¿A  quién  ha  de  corresponder  el  ejercicio  del  patronato? 
¿Es  al  Estado?  ¿Es  á  los  particulares?  La  cuestión  ha 
-sido  ampliamente  debatida  y  hoy  puede  darse  por  definiti- 
vamente resuelta.  El  patronato,  como  institución  oficial, 
•está  desprestigriado,  y  ya  no  se  contestan  las  enormes  ven- 
tajas de  las  asociaciones  privadas. 

Las  razones  agn  obvias :  el  que  ha  cumplido  ima  con- 
■dena,  desea  desligarse,  cuanto  antes,  de  todo  lo  que  sig- 
nifica autoridad,  y  los  agentes  del  Estado,  desempeñando 
el  patronato,  se  presentan  al  espíritu  receloso  del  excarce- 
lado, como  fiincionarios  policiales;  el  patronato  es,  para 
41,  una  prolongación  de  la  autoridad  de  la  cárcel,  un  es- 
pionaje, que  le  seguirá  siempre;  la  desconfianza,  el  temor, 
priman,  y  el  excarcelado  rehusa  la  protección  que  se  le 
quiere  dispensar,  porque,  süi  ella,  se  ve  completamente 
übre. 

Por  otra  parte,  todo  aquello  que  sea  administración, 
implica  tramitaciones  morosas,  reglamentación  excesiva, 
expedienteo,  contabilidad  inflexible  y  en  suma,  todo  un 
engranaje  complicado  y  que  obsta  á  la  acción  eficiente. 

Se  explica,  así,  que  el  patronato  oficial  no  exista  casi 
<en  ninguna  parte.  Anotamos  como  excepciones,  la  Sue- 
cia,  algunos  cantones  suizos,  como  el  de  Glaris,  ciertos 
Estados  de  Norte  América  y  la  República  Argentina. 

El  carácter  oficial  del  patronato  de  excarcelados,  entre 
nosotros,  hié  auspiciado  por  el  ex-Director  de  la  Prisión 
Jíacional,  señor  José  Luis  Duffy,  al  solicitar  su  creación. 
Se  aducía  como  argumento,  la  conveniencia  de  reaccionar 


contra  la  desconfianza  que  suscita  el  empleado  y  en  la 
que,  hasta  ahora,  se  han  basado  las  objeciones  de  mayor 
fundamento  contra  el  patronato  oficial. 

Se  citaba,  además,  la  opinión  de  Reinach,  sosteniendo 
que,  aún  cuando  la  iniciativa  privada  bastase  para  fun- 
dar, fipente  á  cada  casa  de  detenidos,  un  comité  de  patro- 
nato, el  Estado  no  tiene  el  derecho  de  abdicar  ante  una 
iniciativa,  por  noble  y  desinteresada  qne  sea,  una  de  las 
más  grandes  responsabilidades  morales  que  le  incumben. 
«Al  Estado  mismo  corresponde  construir  un  puente  entre 
la  prisión  y  la  sociedad»,  dice  Reinach. 

El  ai^fumento,  sin  embargo,  carece  lie  consistencia: 
el  Estado,  promoviendo  la  formación  de  sociedades  de 
patronato,  favoreciendo  su  acción,  protegiéndolas,  no  ab- 
dica esa  gran  responsabilidad  moral  que  con  razón  le 
atribuye  el  autor  citado,  sino  que,  por  el  contrario,  la  sa- 
tisfoce  más  cumpUdamente,  al  delegarla  en  los  particula- 
res que  ejercitarán  el  patronato  con  mayor  decisión,  con 
mayor  nobleza  y  eon  mayor  eficacia  que  los  agentes  asa- 
lariados  del  Gobierno. 

El  mismo  Director  de  la  Prisión  Nacional  ha  debido 
modificar  su  opinión,— que  compartimos  en  algún  mo- 
mento,—un  año  después,  ante  los  resultados  de  la  expe- 
riencia, que  no  han  respondido  á  la  expectativa. 

«Gomo  dice  la  Reme  Pértitentiaire,  en  el  artículo  recor- 
dado, «esa  tentativa  generosa  atestigua  la  importancia  que 
el  Gobierno  Argentino  atribuye,  con  razón,  á  las  cuestio- 
nes penitenciarias;»  pero,  las  múltiples  atenciones  del  Go- 
bierno lo  han  obligado  á  descuidar  el  patronato,  que  ne- 
cesitaba y  necesiU  de  una  seria  organización  para  su 
éxito.» 

«No  es  posible  que  tres  empleados,  únicos  con  los  que 
cuenta  actualmente  la  oficina,  puedan  ejercer  el  patronato 


de  los  presos  de  dos  establecimientos  carcelarios  que  su- 
man una  población  de  1.400  detenidos,  y  de  una  colonia 
de  menores.  El  resultado  ha  sido  que  las  importantes  dis- 
posiciones  del  decreto  de  1906  no  han  sido  cumplidas, 
salvo  en  lo  referente  á  la  colocación  de  un  número  míni- 
mo de  detenidos». 

«En  esta  época  en  que  se  está  prestando  mayor  aten- 
ción á  las  cuestiones  penitenciarias,  quizá  sea  posible  que 
la  iniciativa  privada  supla  las  deficiencias  de  la  acción 
administrativa.  Seria  conveniente  y  necesario,  constituir 
una  asociación  compuesta  de  hombres  de  buena  voluntad, 
decididos  á  emprender  una  tarca  de  positivos  beneficios. 
Esa  asociación  extendería  su  radio  de  acción  paulatina- 
mente y  al  cabo  de  poco  tiempo,  sus  resultados  rivaliza- 
rían con  los  de  las  obras  privadas  del  mismo  género  que 
se  han  organizado  en  Europa». 

Las  sociedades  de  patronato  responden  á  un  fin  alta- 
mente humanitario,  pero,  ante  todo,  á  las  exigencias  de 
la  defensa  social.  Son,  como  hemos  sostenido,  el  comple- 
mento forzoso  del  régimen  de  las  prisiones.  Realizan,  así, 
una  función  que  el  Estado  debe  estimular,  contribuyendo 
á  las  erogaciones  consiguientes,  con  una  subvención  pro- 
porcionada á  la  importancia  de  la  obra. 

El  concurso  del  Estado  es,  pues,  imprescindible  y  justo, 
desde  este  punto  de  vista,  siempre  que  con  él,  no  se  al- 
tere el  carácter  eminentemente  privado  que  el  patronato 
debe  revestir.  Conviene  citar  á  este  respecto,  la  ley  fran- 
cesa de  14  de  Agosto  de  i885,  que  ha  consagrado  estos 
principios. 

Establecer  el  modo  de  acción  de  las  sociedades  de  pa- 
tronato no  es  fácil  ciertamente.  Se  trata  de  una  obra,  que, 
ante  todo,  requiere  discreción  absoluta  en  quien  la  ejerce, 
buena  voluntad  á  toda  prueba,  concepto  daro  de  la  misión 


que  se  realiza.  La  eficacia  de  tales  sociedades,  finca,  pueá, 
en  las  condiciones  personales  de  sus  miembros.  Prescri- 
birles reglas  de  conducta  es  inútil,  por  consiguiente. 

No  obstante,  conviene  advertir,  y  ésto  como  norma 
fundamental,  que  el  patr(mato  debe  dispensarse  espontá- 
neamente, sin  esperar  el  llamado  de  los  que  egresan  de  la 
cárcel.  Ese  llamado  pudiera  omitirse  y  se  omite  en  la  ge- 
neralidad de  los  casos. 

Naturalmente  que,  para  que  el  patronato  sea  aceptado 
gustosamente,  hay  necesidad  de  hacerlo  conocer  por  aque- 
llos á  quienes  se  r^ere,  dándoles  explicaciones  amplias 
acerca  de  los  fines  que  persigue.  Las  conferencias  en  las 
cárceles,  los  folletos  y  anuncios  en  las  celdas,  son  medios 
de  divulgadón  propiciados  por  los  prácticos,  sin  perjuicio 
úe  las  visitas  periódicas  qiie  deberán  llevarse  á  cabo  por 
comisiones  especiales. 

La  mayor  dificultad,  dice  Gontant,  secretario  de  la 
Unión  de  las  Sociedades  de  Patronato  de  Francia,  estriba 
en  el  conocimiento  de  los  individuos  que  se  va  á  prot^r, 
en  evitar  las  promesas  engañosas,  en  no  confundir  los  hi- 
pócritas con  los  sinceramente  arrepentidos.  Para  esta 
obra  delicada,  agreda,  una  entrevista  con  el  detenido  no 
basta;  es  necesario  visitarlo  varias  veces. 

Las  visitas  á  los  detenidos  no  han  sido,  empero,  acep- 
tadas sin  reservas  y  hay  quien  se  manifiesta  contrarió  á 
ellas,  aost^endo  que  el  elemento  libre  no  debe  intervenir 
cerca  del  condenado,  sino  en  el  momento  que  sale  de  la 
prisión.  No  todos  8<hi  aptos  para  realizar  estas  visitas,  se 
dice;  y,  por  otra  parte,  ellas  pueden  afectar  el  régimen 
disciplinario  de  las  cárceles,  que  debe  ser  rigurosísimo. 

La  opinión  enunciada  no  cuenta  con  los  sufragios  de 
la  mayoria:  ésta,  tanto  en  los  congresos  de  patronato, 
como  en  las  varias  encuestas  realizadas  por  la  Unión  de 
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las  Sociedades  de  Patronato  de  Francia,  se  ha  deraostpado 
partidaria  del  sistema  de  las  visitas  á  los  presos,  sin  des- 
oonocer  el  peligro  de  la  intromisión  de  extraños  en  las 
cárceles,  si  no  se  trata  de  personas  bien  elegidas  y  que, 
además,  sean  gratas  á  las  autoridades  délos  establecimien- 
tos penitenciarios  en  que  las  visitas  se  hacen. 

Comprendiendo  toda  la  deücadeza  de  esta  materia,  el 
primer  Congreso  Nacional  de  Patronato  reunido  en  París 
en  1893,  sancionó  la  necesidad  de  confeccionar  un  manual 
de  los  visitadores,  y  el  segundo  Congreso,  que  sesionó  en 
Lyon,  el  año  sigoiente,  adoptó  un  conjunto  de  reglas  pro- 
puestos por  Bogelot.  Ellas  recomiendan,  ante  todo,  no 
ingerirse  en  nada  de  lo  que  atañe  al  régimen  de  las  prisio- 
nes, ajeno,  como  es,  al  objeto  del  patronato;  y  no  escuchar 
las  quejas,  casi  siei¿re  injustificadas  de  los  detenidos,  en 
contra  de  las  autoridades  de  la  cárcel. 

Entre  nosotros,  el  patronato  se  creó  por  Decreto  del 
Poder  Ji;iecutivo  de  fecha  25  de  Enero  de  1906,  reglamen- 
tándose su  fimcionamiento  por  otro  Decreto  de  5  de  Fe- 
brero del  mismo  año,  siendo  i\ünistro  de  Justicia  el  doctor 
Joaquín  V.  González,  á  quien  se  debe  en  gran  parte,  nues- 
tra oi^anización  penitenciaria. 

«Hasta  el  presente,— dice  el  segundo  considerando  del 
último  Decreto,  —la  legislación  penal  sólo  tenía  en  cuenta 
la  situación  del  preso  mientras  se  haUaba  sometido  al  ré- 
gimen de  los  establecimientos,  sin  contemplar  la  existencia 
y  destino  del  mismo,  posterior  al  cumplimiento  de  la  con- 
dena, lo  que,  sin  duda  alguna,  interesa  en  igual  medida  á 
la  sociedad  y  al  Estado  por  razones  de  seguridad  propia  y 
verdadera  rehabiUtaciái  del  delincuente.  En  ios  estable- 
cimientos penitenciarios,  es  cierto,  se  ponen  en  práctica 
los  principios  del  trabajo  y  de  la  instrucción  para  regene- 
rar al  colpable;  pero  éste,  una  vez  puesto  en  libertad,  que- 
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da  entregado  á  sus  solas  fuerzas;  la  administración  no  se 
ocupa  más  de  él,  ú  uo  ser  para  vigilarlo  en  previsión  de 
los  nuevos  delitos  que  pueda  cometer.» 

Después  de  varios  razonamientos  acerca  de  la  influencia 
del  patronato  en  la  prevemáón  de  la  reincidencia,  declara 
que  su  intitución  es  «inspirada  110  sólo  por  un  sentimiento 
de  protección  y  de  humanidad  hacia  el  liberado,  sino  prin- 
cipalmente pqr  la  necesidad  de  evitar  el  incremento  de  la 

criminalidad». 

La  iniciativa  privada  cuenta  con  un  ensayo  en  Bahía 
Blanca,  jurisdicción  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  don- 
de en  el  año  i»o5,  el  Juez  Federal  Dr.  Giegoiio  Uñarte, 
fundó  la  Asociación  Protectora  de  Excarcelados. 

Merecen  especial  mención  las  disposiciones  sobre  la 
materia  que  contiene  el  plan  de  reformas  al  sisteipa  carce- 
lario de  la  Provincia  de  Bu^os  Aires,  que  por  encargo  del 
Gobierno  de  la  misma,  preientó  en  1908  el  Juan  An- 
gel Martínez. 

Por  último,  en  el  Reglamento  para  la  Penitenciaria 
Nacional  de  Buenos  Aires,  proyectado  por  el  Subdirector 
del  Establecimiento  señor  Rafael  Súnico,  se  encuentran  al- 
gunos preceptos  relativos  al  patronato,  considerado  en  el 
carácter  oficial  que  inviste. 


El  tratamiento  de  los  criminales  no  es,  por  cierto,  la 
única  garantía  eatígida  por  la  defensa  colectiva.  Vecina  á 
las  fronteras  del  código  penal,  la  turba  de  los  malvivien- 
tes amenaza  de  continuo  á  la  púbüca  tranquiüdad,  aten- 
tando, con  su  actividad  multiforme  y  perjudicial  siempre, 
á  las  normas  estebleeidas  para  la  convivencia. 

Parásitos  predatores,  concluyen  por  minar  el  organis- 


mo  de  que  extraen  la  savia  que  reclaman,  con  increible 
voracidad,  sus  Injuria»  y  su»  codicia».  Acaso  kay  en  ellos 
una  mayor  temibilidad  que  la  que  caracteriza  á  los  que 
resueltamente  violaron  los  preceptos  de  la  ley,  exp<waién- 
dose  á  sus  implacables  sanciones.  Liszt  ha  dicho,  y  con 
razón,  que  el  código  penal  es  la  magna  caria  de  los  delin- 
cuentes. El  no  defiende  ni  el  orden  jurídico  ni  la  segu- 
ridad social  y,  en  cadibio,  asegura  al  malhecbor  el  derecho 
de  no  ser  castigado  sino  en  los  límites  y  en  las  condicio- 
nes legales.  Para  los  inadaptaWes  que  forman  legión, 
para  la  caterva  de  vagos  y  mendigos  de  que  Buenos  Aires 
está  plagado,  para  los  que  «malviven»,  en  fin,  para  esos 
no  hay  represión  y  contra  ellos  no  hay  defensa. 

Sin  embargo,  la  tendencia  eminentemente  utilitaria  del 
derecho  y  de  la  ciencia  penal,  impondrían,  en  favor  de 
aquella  defensa,  una  tutela  para  estos  inadi^tables,  cri- 
mífi«tes  em  notencia,  peligrosos  y  temibles. 


Señalados,  «unque  imperfectamente,  los  términos  del 
problema  penal  argentino,  nos  preguntamos;  ¿cuál  es  el 
contingente  aportado  por  nuestros  estudiosos  á  la  solu- 
ción del  mismo?  ¿cuál  es  el  valor  de  nuestra  bibliografía 
«n  materia  penal,  si  no  rica,  tampoco  indigente?  La  pro- 
ducción científica,  en  todos  los  países  y  en  todos  los  ramos 
del  saber  humano,  responde,  normalmente,  á  las  c<Hidi- 
ciones  específicas  del  momento  y  del  lugar  en  que  esa 
producción  se  elabora.  Ello  ha  ocurrido  entre  nosotros. 
A  las  estériles  divagaciones  acerca  del  libre  albedrío  y  la 
responsabilidad  penal,  á  la  inútil  discusión  relativa  á  la 
legitimidad  ó  ilegitimidad  de  la  pena  de  muerte,  á  la  con- 
troversia doctrinaria  sobre  el  fundamento  del  derecho  de 
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castigar, — asuntos,  éstos,  que  casi  invariablemente  cons- 
tituyeron el  tema  de  los  primeros  trabajos  pubUcados, — 
ha  sucedido  una  literatura  criminológica  de  tendencias  de- 
cididamente práctiea».  Así  lo  exigía  la  febril  actividad  de 
«ate  pueblo,  ávido  de  reformas  y  con  infinitas  aspiraciones 
de  perfeccionamiento. 

El  comentario  sereno  y  razonado  de  las  leyes  penales, 
que  es  el  objeto  de  los  estudios  de  Rodolfo  Rivarola,  Ma- 
nuel Obarrio,  Cornelio  Moyano  Gacitúa,  Rodolfo  Moreno 
(hijo),  Ernesto  Quesada,  Garios  Oetavio  Bunge,  Norberto 
y  Osvaldo  Piñei3&,  José  Luis  Duffy,  Octavio  González 
Rouitt,  Julio  Henera  y  algunos  más,  que  creemos  no  ha- 
ber omiüdp  en  el  índice  analítico  que  constituye  el  fin 
primordial  de  esta  obra;  las  valiosas  contribuciones  de 
Antonio  Salivé,  Armando  Claros  y  Juan  Angel  Martínez, 
al  adelanto  de-  la  ciencia  p^tenciaria;  las  mv^tigaciones 
de  psicología  criminal,  brillantemente  expuestas  por  In- 
gegnieros,  Francisco  de  Veyga,  José  M.  Ramos  Mejta  y 
'Horacio  Areco,  entre  otros;  los  trabajos  sobre  sociología  ^ 
criminal,  publicados  por  Antonio  Dellepiane,— que  ha  se- 
ñalado concienzudamente  las  causas  del  deUto, — y  por 
•  Miguel  A.  Lancellotti  y  los  modestos  ensayos  del  autor  de 
estas*  páginas;  los  tmtados  de  derecho  procesal  y  jurispru- 
dencia, de  Malagarriga,  Sasso,  Jofré  y  Hall;  las  inmejora- 
bles tésis  de  Dellepiane,  Manuel  A.  Montes  de  Oca,  Victo»  v 
Pessenti,  Juan  G.  Pitt,  y  otras  pocas,  pues  los  trabajos  de 
eÚA  índole  adolecen,  en  su  mayoría,  de  falta  de  criterio 
práctico,  no  destacándose  por  su  originalidad;  las  elo- 
cuentes defensas  judieiales  de  Rodolfo  Rivarola,  Garlos 
Delcasse,  Jorge  Argerich,  Jesús  H.  Paz,  Julio  A.  Rojas  y 
algunos  otros  que  no  acuden  á  nuestra  memoria  en  este 
instante;  toda  esa  valiosa  producción  está  demostrando 
que  nuestros  intelectuales  contribuyen,  eficientem^te, 
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desde  diez  años  á  esta  parte,  á  la  solución  del  intrincado 
problema  que  nos  preocupa. 

Toemos  la  íntima  convicción  de  que  tanta  labor  no  ha 
de  reMrtto  infructuosa.    Nuevas  fuerzas  se  incorporan  a 
la  vida  cívica,  en  la  que  radicén  todas  las  esperanzas  de 
la  patria.   Una  nueva  era  se  inicia  y  parece  como  que 
las  energías  tanto  tiempo  adormecidas,  quisieran  recu- 
perar, de  un    golpe  «lo,  los  much^os  ^9»  perdidos. 
Todo  «Uo  redundará  en  beneficio  de  nuestra  ciencia,  tai 
noble,  tan  humana  y  tan  útil.  c<*io  es;  y  los  qye  asistimos 
á este  preludio  encantador  de  la  redención  délos  prmei- 
pios,  alimentaínos  la  esperanza  deque  ks  sanas  especu- 
laciones delespíritu.  encontrarán,  al  fin,  la  única  recom- 
pensa á  que  aspiran:  la  consideración  de  los  hombres  de 
gobierno,  y,  consiguientemente,  la  cgusagración  legislativa 
de  sus  idealismos,  convertidos,  asi,  en  hermosas  reali- 

«jtedes. 

"   EüSEBlO  GÓMl*.  . 
Mayo2d«iei2f  ^  *      ,  ' 
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